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Prólogo


 Recuerdo todavía cuando hace algo más de un año Felipe Toranzo se puso en contacto conmigo.

Basándose en mi experiencia pasada como socio director del despacho en el que desarrollo mis funciones como abogado, quería hacerme una primera entrevista sobre la integración y la compra de despachos de abogados. La entrevista formaba parte de un estudio que habría de servir de base para la elaboración de una tesis doctoral sobre ese tema. Accedí gustoso a dicha entrevista. Tuve el placer de conocer y charlar con el autor. Persona vital, afable e intelectualmente inquieta.

La iniciativa me pareció muy novedosa, pues, prácticamente, la mayoría de las publicaciones que he leído sobre el tema eran anglosajonas.

Comenzamos hablando del significativo proceso de consolidación del sector legal español que se produjo entre el 2001 y el 2011. Un número importante de despachos de tamaño medio y de los denominados boutique se integraron en otras estructuras más grandes. Durante ese periodo fueron cinco las operaciones de integración que llevó a cabo nuestra firma; cada una de ellas distinta a las demás. La experiencia adquirida es la que este prologuista ha intentado transmitir al autor durante las distintas entrevistas.

La estructura de la obra está muy bien pensada y conlleva un tratamiento exhaustivo de algunos de los aspectos más relevantes del tema a estudio.

No me corresponde a mí hablar en este prólogo de los aspectos teóricos en un trabajo como éste, donde la dirección académica del trabajo de investigación la ha desarrollado un profesor de tanto prestigio como don Juan Manuel Bádenas Carpio, catedrático de Derecho Civil de la Universidad Jaume I.

Desde el punto de vista práctico, el autor, sobre todo por lo que se refiere a la valoración de los despachos que se han de unir y a la documentación contractual utilizada —de fuerte influencia anglosajona—, hace aportaciones novedosas y valiosas, sin duda, en los procesos de integración de despachos. Es verdad que cada proceso se desarrolla de manera distinta y que no hay contratos modelo o tipo, pero hay determinados elementos comunes que han de estar presentes.

Los expertos apuntan al crecimiento del negocio como el principal objetivo que se persigue con los procesos de integración de despachos. Otros, aunque son minoría, ven los citados procesos como parte de estrategias defensivas o dirigidos principalmente a buscar el incremento de la rentabilidad mediante la reducción de costes basada en economías de escala.

En estos procesos, muchas veces los números, los mercados, los clientes o las áreas de apoyo encajan, pero falla sobremanera la integración entre las culturas de empresa. En este caso, el fracaso es cuestión de poco tiempo. Cuando se comparte cultura, siempre se acaban encontrando soluciones al resto de los problemas.

El autor, por su propia profesión, conoce bien el mercado, sus actores principales, las distintas culturas y los distintos enfoques de negocio y sabe de las dificultades que existen para encontrar el encaje perfecto entre la oferta y la demanda de equipos profesionales.

No son pocos los expertos del sector que, ante el previsible curso de la economía mundial en los próximos años, vaticinan una nueva ola de procesos de integración de despachos en un sector como el legal, el cual, a diferencia de otros sectores profesionales, está demandando una mayor consolidación. Una buena razón para leer este libro y meditar al respecto.

Manuel Martín

Senior Partner

Gómez-Acebo & Pombo, Abogados
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Introducción


 Cuando Cicerón, en su obra «Orator», describe las competencias que debía poseer el abogado, afirma que debía dominar un saber que se extendiera a diferentes ámbitos, entre ellos, la Historia y el Derecho; pero sin que una y otro fueran las herramientas fundamentales, pues la principal de todas, era la elocuencia. Una cosa era la ciencia del Derecho y otra el arte de la retórica, que, aunque nos parezca sorprendente desde una perspectiva actual del Derecho romano, se consideraba «más seria, más agradable y más espléndida», en palabras del propio Cicerón.

En este trabajo de investigación podrán encontrar diferenciadas tres partes: una parte histórica en el capítulo primero sobre la evolución de la profesión del abogado; una parte teórica en los capítulos segundo, tercero y cuarto al tratar sobre la compraventa en general, sobre la compraventa de los despachos de abogados y sobre las modificaciones estructurales; y una tercera parte práctica en el capítulo quinto con un caso de una compraventa civil.

«Ubi homines, ibi societas, ibi ius, ibi litis» que dicta el viejo aforismo romano, que nos dice que allí donde hay hombres, hay sociedad, hay derecho, hay litigios. Pleitos los ha habido siempre por tanto la abogacía es una actividad tan antigua como las sociedades humanas. Desde que empezó a haber grupos humanos organizados, hubo necesidad de que algunas personas ejercieran la labor de advocar o defender los intereses de otras personas, ante los órganos dedicados a impartir justicia.

Fue en Roma donde la profesión de abogado empezó a adquirir los tintes que sigue presentando en la actualidad y donde empezó a estar asociada al conocimiento directo del Derecho. En Roma nació el origen de la organización profesional de los abogados y su función público-social.

La evolución de la profesión de abogado durante la Roma clásica pasa por tres etapas que culminan durante el Bajo Imperio con la reglamentación de la profesión y una incipiente estructuración corporativa en la que se concibe la profesión de abogar como un encargo público del que el Estado imperial no puede ya prescindir.

Fue el emperador Claudio en torno al año 50 D.C. el que estableció el derecho de los abogados a recibir su retribución e hizo que la abogacía pudiera llegar a ser una profesión honrosa. Un proceso, de reconocimiento de emolumentos por su trabajo, que culminó cuando se concedió acción al abogado para reclamarlos al final de la época clásica tardía. Habilitando que personas procedentes de las clases menos poderosas pudieran acceder al ejercicio de la profesión.

Se convirtió en una profesión remunerada en la que existía libertad de pactos entra las partes con ciertos límites, como el de la prohibición del Digesto del pacto de quota litis o success fee en terminología anglosajona. Y con ciertas reglas a la hora de ejercer la actividad forense ante los tribunales, entre ellas la de la limitación del tiempo de exposición del caso por los abogados, que se medía por medio de una clepsidra, que si la condescendencia de los jueces así lo permitía, se podía rellenar el agua, cuando el discurso del abogado así lo requería. De ahí la expresión «dar más agua al abogado», como equivalente al aumento de la retribución del mismo; pues se consideraba que el interés del discurso y la elocuencia del abogado podían hacer merecer un aumento de sus emolumentos.

En España la llamada «primera recepción del Derecho romano» tuvo lugar, fundamentalmente a través de dos textos jurídicos, uno de la Corona de Castilla y otro de la Corona de Aragón. El primero, Las Partidas de Alfonso X El Sabio; el segundo, Los Fueros de Valencia, elaborados bajo la supervisión del Rey Jaime I. Tanto el rey castellano, como el aragonés, se trajeron jurisconsultos formados en Bolonia, para que ayudasen en la redacción de ambos monumentos legislativos.

Siguiendo con este tipo de explicaciones, en la época de Alfonso X, por Real Cédula de 1245, se puso de manifiesto el interés del rey en formar juristas avezados tanto en el Derecho romano como en el canónico y se señala, por más de un autor que el Código de Las Siete Partidas contiene el «acta de nacimiento» de la abogacía española, como profesión liberal de una función pública. Es en este texto medieval donde se contiene de forma muy diferenciada la distinción entre personero (lo que hoy en día llamaríamos procurador) y el «bocero» (que actualmente entenderíamos como abogado).

Situándonos ya en el siglo XXI, se aprueba mediante el Real Decreto 658/2001, el Estatuto General de la Abogacía Española, conforme al cual, «la abogacía es una profesión libre e independiente, que presta un servicio a la sociedad, en interés público y que se ejerce en régimen de libre y leal competencia, por medio del consejo y la defensa de derechos e intereses públicos o privados, mediante la aplicación de la ciencia y la técnica jurídicas, en orden a la concordia, a la efectividad de los derechos y libertades fundamentales y a la justicia».

Constituyéndose tres órganos rectores de la abogacía española: el Consejo General de la Abogacía Española, los Consejos Autonómicos de Colegios de abogados y los Colegios de abogados. El antes mencionado Estatuto General de la Abogacía Española establece en su artículo 9 que pueden ser considerados abogados quienes, incorporados a un colegio español de abogados en calidad de ejercientes y cumplidos los requisitos necesarios para ello, se dedican de forma profesional al asesoramiento, concordia y defensa de los intereses jurídicos ajenos, públicos o privados.

Los artículos 27 y 28 del Estatuto regulan el ejercicio individual, colectivo y multiprofesional de la abogacía. Distinguiendo, también, entre el ejercicio de la profesión por cuenta propia, como titular de un despacho, o por cuenta ajena, como colaborador de un despacho individual o colectivo.

El ejercicio colectivo podrá ser realizado mediante la agrupación de abogados bajo cualquiera de las formas lícitas en Derecho, incluidas las sociedades mercantiles. El artículo 29 del Estatuto nos dice que también cabe la posibilidad de que los abogados se puedan agrupar o asociar «multiprofesionalmente» con otros profesionales liberales no incompatibles, utilizando, igualmente, cualquier forma lícita en Derecho. Estos artículos del Estatuto que tratan sobre las agrupaciones de abogados, los despachos de abogados y las sociedades mercantiles, nos llevan a enlazar con el siguiente paso de nuestro trabajo de investigación, la compraventa.

En el segundo capítulo comenzaremos con una pequeña investigación histórica sobre la compraventa, en la que, de manera breve, se intentarán asentar los inicios de dicho negocio y contrato; a continuación, se enfocará el estudio hacia los tipos de contrato de compraventa, civil y mercantil. Para finalmente encauzarnos hacia la compraventa civil del despacho de abogados.

La compraventa se califica por antonomasia como el contrato más extendido en la esfera jurídica actual, siendo la finalidad principal de este trabajo de investigación, la compraventa del despacho de abogados, por tanto primordial en la redacción de este trabajo.

El Derecho romano reconocía a la compraventa como un contrato obligacional, consensual y al fin y al cabo de buena fe por el que una de las partes se obliga a proporcionar a la otra la posesión duradera y pacífica de una cosa, pero que de ninguna forma transmitía la titularidad sobre la cosa, siendo necesaria para la efectiva transmisión la traditio. El modelo instaurado en torno al Derecho romano respecto de la compraventa supone el sistema clásico más extendido a la modernidad, siendo el más plasmado en la diversidad de legislaciones.

Nuestro Código Civil plasma esta necesidad en el artículo 609 que establece en su segundo párrafo: «La propiedad y los demás derechos sobre los bienes se adquieren y transmiten por la ley, por donación, por sucesión testada e intestada, y por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición». El Tribunal Supremo en sentencia del 16 de noviembre de 1992 indica que; «la compraventa no funciona como un negocio traslativo de dominio, sino como un negocio de transferencia de la posesión, por lo que es posible la existencia de un vendedor a non domino y que el verdadero dueño no tenga inscrito su dominio».

Así pues, para poder ir cerrando este círculo de análisis de la compraventa, consagrando la idea que se sirve del intercambio de cosa por dinero. Son varias las tendencias que asumen la tarea de definir un concepto que pueda establecer todos los elementos que engloban a la compraventa. Para poder encontrar una definición que atienda a un consolidado concepto, en esta introducción tan solo mencionaré que ha de entenderse bajo dos puntos de vista; el económico y el jurídico. En sentido económico, la compraventa realiza el cambio de cosas por dinero y en sentido jurídico, es un contrato que transfiere por sí mismo la propiedad de la cosa vendida.

En la jurisprudencia se calca a la perfección la realidad, y el Tribunal Supremo afirma que: «la venta es por definición, un acto de enajenación, puesto que su finalidad es la traslativa de dominio que se consuma mediante la entrega de la cosa, obligación que el vendedor contrae, establecida en los artículos 1461, 1468 y 1096 del CC, consecuente con su naturaleza de acto de disposición».

Finalmente, respecto a los caracteres que presenta el contrato de compraventa son los siguientes: Bilateral y Conmutativo, Consensual, Oneroso, Obligacional y no dispositivo y por último es un contrato con finalidad traslativa de dominio. Por tanto, siempre que nos encontremos ante un contrato que reúna todas las características que hemos tratado, podremos hablar entonces de uno de compraventa.

Será en el apartado III de este capítulo segundo donde nos dedicaremos a estudiar los dos ordenamientos jurídicos, el Código Civil y el Código de Comercio que delimitan la estructura si la compraventa es civil o mercantil.

La compraventa civil se encuentra regulada como decíamos, por el Código Civil, concretamente se regula en el Título IV del Libro IV del mismo. Se encuentra dividido en un total de ocho capítulos y abarca del artículo 1445 al 1537 de este Código Civil. Aunque pudiese parecer una desigualdad entre las partes, es lógico que las obligaciones que ocupan a la parte vendedora tengan una mayor regulación y por tanto que se ocupen de muchos más aspectos, y es que partimos de una relación contractual en la que el vendedor parte de una mayor ventaja, pues es la que mantiene la cosa en su poder, le asigna un precio (teniendo en cuenta el estado de la cosa, la situación actual del mercado y demás factores) y conoce en qué estado y que características se encuentra en realidad la cosa, mientras que el comprador, confiando en la buena fe de la parte contraria, se arriesga a adquirir la cosa, que incluso, puede que ni siquiera haya visto físicamente; por tanto, esta diferencia de regulación responde a estándares de justicia para igualar a las partes y situarlas en un mismo plano obligacional. A pesar de que nuestro estudio de las obligaciones del vendedor, pueda confundirnos y haga parecer que la única obligación que atañe al comprador sea la de pagar el precio, «en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de la cosa vendida». Es muy importante respecto al tiempo señalar una situación muy característica en la que probablemente nos veamos envueltos a la hora de desarrollar el verdadero objeto de este trabajo de investigación, y es en aquellos supuestos en los que la cosa a entregar no se lleve a cabo en una sola entrega.

Como decíamos antes el contrato de compraventa puede configurarse siguiendo las reglas del Código Civil, o, por otra parte, las del Código de Comercio, esta última recibe el nombre de compraventa mercantil. El contrato de compraventa mercantil se encuentra regulado en el Libro II, Título VI del Código de Comercio, concretamente, del artículo 325 al 345, y se define en este primer artículo como «la compraventa de cosas muebles para revenderlas, bien en la misma forma que se compraron, o bien en otra diferente, con ánimo de lucrarse en la reventa». Sin embargo, la regulación de la compraventa mercantil se encuentra incompleta, es decir, el Código de Comercio no es el único texto legal que desarrolla este contrato, debiendo acudir nuevamente a las disposiciones civiles con el fin de completar su definición de manera íntegra.

Como veremos dentro del estudio, la condición de mercantil la adquiere el contrato por las características que revista, en el sentido de que la operación debe cumplir unos determinados requisitos, es decir, que el comprador asuma la compraventa con un doble propósito, revender la cosa en un futuro y obtener un lucro de ello; no importa por tanto que las partes revistan la condición de comerciantes. Aunque sí asumen que al estar dentro de la esfera del tráfico mercantil pueda existir el intervencionismo estatal en materias como la fijación de precios en determinados supuestos.

El Tribunal Supremo en su sentencia del 25 de junio de 1999 señala que: «la nota que caracteriza la compraventa mercantil frente a la civil es el elemento intencional, que se desdoble en un doble propósito por parte del comprador, el de revender los géneros comprados, bien sea en la misma forma que los compró o adecuadamente transformados, y el ánimo de lucro, consistente en obtener un beneficio en la reventa, de modo que la compraventa mercantil se hace no para que el comprador satisfaga sus propias necesidades, sino para lucrarse con tal actividad, constituyéndose el comprador en una especie de mediador entre el productor de los bienes comprados y el consumidor de los mismos, una vez transformados o manipulados».

Aunque parezca que puede ser insignificante, lo cierto es que diferenciar entre una compraventa mercantil o civil puede tener una gran relevancia, de hecho, la tiene, pues el régimen jurídico en el que se engloban así como los efectos que desprenden la una o la otra difieren de manera muy relevante en materias tanto de ámbito económico como en materia de plazos de reclamación o prescripción. Sí que es cierto que, a pesar de todos los esfuerzos, puede resultar excesivamente complicado diferenciar entre una compraventa u otra, porque coinciden en mucha regulación cuyos preceptos se pueden aplicar a ambas compraventas de la misma forma.

La importancia que adquiere la distinción de una y otra, viene dada por el tratamiento que reciban cada una de ellas, pues si queremos llegar a un punto, difícilmente lo lograremos si estamos utilizando un camino incorrecto. El criterio que adopta la jurisprudencia persigue en cierto modo, la excelencia como podemos comprobar en su sentencia de 13 de mayo de 2015, la cual establece que «la distinción entre compraventa civil o compraventa mercantil tiene trascendencia en dos órdenes de acciones, la que versa sobre reclamación por defectos de la cosa vendida (arts. 342 Código de Comercio o 1486 y ss. CC) y la de reclamación por el vendedor del precio de la cosa. Aunque la prescripción para reclamar el precio de la cosa vendida se encuentra en el Código Civil y es de tres años (art. 1967.4º), en un supuesto de venta de carácter mercantil es de quince años (art. 1964, por remisión del art. 943 del Código de Comercio), lo que parece incongruente con la postulada seguridad y celeridad en el tráfico jurídico-mercantil».

Trataré de ahondar en la necesidad de definir un modelo para que la compraventa de los despachos profesionales se produzca como un negocio. Teniendo en consideración que el núcleo de nuestro estudio va dirigido hacia la compraventa civil por lo que no profundizaré más sobre este tipo de compraventa en esta introducción, recomendando al lector un estudio en detalle dentro del capítulo II.

En el tercer capítulo nos encargaremos de analizar los despachos de abogados que pueden revestir diferentes tipos sociales e incluso encontrarse integrados dentro de una propia empresa, en un departamento jurídico, es por este motivo por el que unas nociones generales de empresa evitarán que cometamos cualquier error a la hora de llevar a cabo una percepción concreta sobre el despacho de abogados. Comenzaremos haciendo mención a la empresa, para finalizar hablando únicamente de despacho de abogados, para de esta forma, asociar ambas figuras en una sola y entender el paralelismo entre ambas. Ello no supone ningún tipo de problema ni entra en colisión con la posibilidad de que las Sociedades Profesionales puedan constituirse con arreglo a cualquiera de las formas societarias previstas en las leyes (es decir, S.L, S.A, etc.); por tanto, todo lo relativo a la empresa, se podrá extrapolar sin ningún tipo de impedimento al despacho de abogados, ya que, el hecho de que este se constituya como Sociedad Profesional simplemente los agrupa en un régimen con unas características concretas. Hablaremos por tanto de la Ley 2/2007, de 15 de marzo de Sociedades Profesionales y la capacidad decisoria de los despachos de abogados para constituirse o no como una Sociedad Profesional.

A continuación, nos introduciremos en la compraventa del mismo, pues una vez descubiertos todos los entresijos de los que se constituye, la compraventa en general, gracias al capítulo que dedicamos en exclusiva para esta, desviar su significado a un elemento en concreto será tarea sencilla.

Se trata de un fenómeno que a día de hoy se encuentra prácticamente en una situación desconocida y que la realidad práctica aflora la necesidad de su esclarecimiento. Partiremos por tanto desde el principio, diferenciando dentro del propio contrato de compraventa al que hagamos referencia, entre dos supuestos; el primero, la compraventa de todos los bienes materiales, y el segundo, la compraventa de los bienes inmateriales.

Podemos encontrar que los tribunales advierten que los elementos integrantes de una empresa y por ende de un despacho de abogados se forman gracias al conjunto de todos ellos, es decir, tanto elementos reales como obligacionales. Estos elementos reales hacen por supuesto referencia a los bienes inmuebles, muebles e incluso las mercaderías de la misma, y los obligacionales, los créditos y las deudas adquiridas por la empresa, la cartera de clientes, la propia marca de la empresa, la propiedad intelectual, el personal trabajador, el propio prestigio y renombre de la empresa, etc.

Son tres elementos los que generan las relaciones de hechos que desarrollaremos dentro de este capítulo III y que no debemos olvidar cuando tratamos al despacho como objeto de un negocio jurídico: el aviamiento, entendido como la manera de ser de la organización y buena disposición de los elementos integrantes; la clientela, distinguiendo entre clientes habituales y ocasionales; y los beneficios, entendidos como expectativa de ganancia futura.

El hecho de que pueda considerarse al despacho de abogados como un objeto de un negocio jurídico significa que, al someterse a cualquier tipo de operación, como, por ejemplo, una transmisión, pueden surgir varias problemáticas a las que enfrentarse: las deudas, la cesión de contratos y la prohibición de competencia.

Antes de comenzar a determinar en qué consiste este negocio jurídico de transmisión de la propiedad del despacho de abogados y los elementos restantes que lo componen, definiremos la fase precontractual. Esta, como cualquiera otra, consta de un período de tiempo concreto que se comprende desde el momento en el que se ponen en contacto las partes interesadas en la celebración del negocio jurídico y negocian entre ellas, hasta el momento en el que se cierran las negociaciones o se celebra el contrato.

Uno de los últimos aspectos que debemos tener en cuenta a la hora de contemplar estas negociaciones son las garantías y responsabilidades derivadas en la transmisión del despacho, son las denominadas «manifestaciones y garantías». Tras iniciar las negociaciones y formular correctamente la «carta de intenciones», esta figura cobrará una vital importancia para la celebración del negocio jurídico. La otra figura es el denominado «due diligence» o auditoría de compra cuyo objetivo es obtener información relevante sobre el despacho y conocer los eventuales riesgos que comporta la operación. Las «manifestaciones y garantías» complementan el procedimiento de «due diligence»; puesto que, gracias a la primera figura, se conoce de forma previa la situación del despacho y se puede perfeccionar el proceso de la auditoría. Es una herramienta habitual que el comprador suele encargar a auditoras y consultoras expertas en valoración del capital; más adelante lo detallaremos en el capítulo del caso práctico.

Siendo la verdadera razón de ser de la redacción de toda esta investigación dilucidar que cuando estamos llevando a cabo la transmisión de un despacho de abogados por medio de, en nuestro caso, una compraventa, son todos y cada uno de los elementos los que se transfieren, trascendiendo de los que solo podemos identificar físicamente. Es por ello, por lo que no dejamos ninguno de ellos de lado, continuando por esta misma razón, en el apartado IV del capítulo III con el análisis de los elementos inmateriales o intangibles del despacho de abogados.

Como veremos más adelante, el despacho de abogados como empresa, a pesar de formar una unidad económica íntegra, a la hora de llevarse a cabo la transmisión, cada uno de sus elementos pasará a un patrimonio distinto de manera individual, respetando, en cada caso concreto, la ley a la que la misma se encuentra sujeta. Es de suma importancia tener todos los elementos en cuenta ya que cuando las partes concretan sobre el negocio jurídico, sobre todo, la parte compradora, lo está haciendo valorando y teniendo en cuenta todos y cada uno de ellos, dando mucha más importancia, en muchas ocasiones tal y como demuestra la práctica, a estos bienes inmateriales, ya que dependiendo de ciertos aspectos, presentan mucho más valor que los bienes materiales en sí mismos e incluso, muchos contratos de compraventa se celebran debido a estos últimos, puesto que lo que se desea obtener tras la celebración de la operación, es reunir en una entidad económica, el renombre, la marca, el prestigio, el know-how, la clientela o incluso influencias de aquella que estás adquiriendo.

El know-how o método de trabajo es un elemento prácticamente esencial a la hora de negociar la compraventa del despacho de abogados, siendo incluso determinante en muchos aspectos. Si adoptas una forma de trabajo que funciona dentro del mercado, puede suponer una gran ventaja, y conocer si un despacho de abogados dispone bien de sus elementos, creando un know how considerable, puede llegar a ser muy rentable.

Finalmente, lo trascendental cuando hablamos de la compraventa del despacho de abogados, es saber que la operación comportará la transmisión de todos sus elementos, en el que incluimos la marca. Esta, puede ir asociada perfectamente al nombre del despacho o tratarse de la firma que les representa dentro del mercado. Por el contrario, si el comprador lo deseara, podría comprar de manera separada los diferentes elementos, incluyendo también la marca o adquiriendo solo esta última. Sin embargo, lo que a nosotros nos interesa realmente es comprobar cómo, adquiriendo la totalidad del despacho de abogados, se está transmitiendo todos y cada uno de sus bienes, sean materiales o inmateriales, asociándose incluso a algo tan trascendental y representativo como la marca bajo la que se constituye el despacho de abogados.

En el capítulo IV intentaremos resolver algunas incógnitas referentes a las diferentes modificaciones estructurales existentes hoy en día y realizaremos un extenso desarrollo sobre este aspecto, incluyendo un análisis sobre la actual Ley de Modificaciones Estructurales como sucesora de la derogada Ley de Sociedades Anónimas.

Las modificaciones estructurales responden en muchas ocasiones a necesidades que los adquirentes de este tipo de compraventas experimentan. Dedicaremos apartados específicos a analizar cada una de estas modificaciones estructurales que la Ley 3/2009 define como aquellas alteraciones de la sociedad que van más allá de las simples modificaciones estatutarias para afectar a la estructura patrimonial o personal de la sociedad, y que, por tanto, incluyen la transformación, la fusión, la escisión y la cesión global de activo y pasivo el traslado internacional del domicilio social.

A diferencia de lo que sucede con otras modificaciones estructurales, en la cesión global de activo y pasivo, los socios del despacho cedente no se incorporan al despacho cesionario. Careciendo de interés para nuestro estudio.

En el último capítulo, intentaré ilustrar con un caso práctico y real la casuística sociológica a la que he podido enfrentarme en el día a día, como mediador entre despachos de abogados que han querido unirse de diferentes maneras, consiguiéndolo en algunos casos y en otros desistiendo en el intento.

Para ponernos en contexto sobre la importancia del tema de estudio podemos hacer referencia a un estudio de la consultora legal Altman Weil que contabiliza 688 grandes operaciones de fusiones y adquisiciones de despachos en los últimos diez años, de las cuales 636 fueron en EEUU, 25 en Europa, 10 en Latinoamérica, 5 en África y 12 en Asia.

Hasta hace poco el Estatuto General de la Abogacía ponía límite al número de socios por lo que los despachos se concebían como organizaciones profesionales alrededor de uno o varios abogados. Sin embargo, estos límites desaparecieron, produciéndose un cambio radical hacia un modelo empresarial al que se apuntaron no solo despachos extranjeros establecidos en España, sino despachos españoles como Garrigues, Cuatrecasas, Uría Menéndez, Gómez-Acebo & Pombo, Pérez-Llorca, Ecija, Roca Junyent, Ramón y Cajal o Broseta.

Despachos con el objetivo declarado de incremento de sus beneficios e incremento de los beneficios por socio y que buscan crecer de diferentes maneras, siendo las operaciones de compraventa de otros despachos una de ellas.

Aquellas integraciones y no compraventas entre despachos de tamaño semejante, y que sin embargo han conseguido integrarse sin pagar nada a cambio, no son objeto de este trabajo y por tanto no profundizaré en ellas a pesar de haberlas asesorado.

Bajo mi visión como Socio responsable de una firma especializada en la búsqueda de talento dentro del mundo jurídico, la casuística sociológica a la que he podido enfrentarme, como mediador entre despachos de abogados que han querido unirse ha sido y es de tan diferentes maneras, que en algunos casos ha finalizado en operaciones de compraventa, en otros se ha desistido y en otros ha derivado en otro tipo de operación.

Valorar una firma para cerrar una fusión es muy distinto a ponerle precio de cara a una compraventa. Muy bien lo sabe el bufete más grande de España, fruto de la fusión en 1997 de J&A Garrigues y Andersen Legal y Tributario (ALT). Este despacho ha sido durante años modelo para algunos de sus competidores en varios aspectos y como no cabía esperar menos, modelo en varias de las compraventas que se han llevado a cabo durante años. Despachos como Uría Menéndez, Cuatrecasas o Gómez-Acebo & Pombo, siguieron sus pautas al institucionalizarse, internacionalizarse y multiespecializarse.

Este último despacho fundado en 1971 por Ignacio Gómez-Acebo y Fernando Pombo, realiza desde 1995 año de la sucesión de sus fundadores, un importante número de compras e integraciones de despachos más pequeños en diferentes ciudades e incluso países.

Como decíamos anteriormente y como desarrollaremos en los cuatro primeros capítulos, los despachos de abogados presentan una estructura concreta conformada por los elementos tangibles y los intangibles, aunque a efectos de esta investigación, los denominamos como el «cuerpo» y el «alma» del despacho profesional.

Por una parte, con el cuerpo, hacemos referencia a todos los elementos físicos de los que se compone el despacho de abogados, es decir, todos los bienes inmuebles y muebles propiedad de este y que se caracterizan por ser elementos físicos, tangibles, cuantificables y también medibles.

Por otra parte, el alma, constituye todos los elementos no físicos por medio de los cuáles se configurará el despacho de abogados. Con ello hacemos referencia a la marca, la cartera de clientes, las relaciones laborales y todos aquellos elementos intangibles que conforman la configuración de esta entidad.

Cuando un despacho está interesado en adquirir otro despacho o parte de otro despacho ha de comenzar un proceso que culminará con la obtención de un valor por aquello que quiere comprar. En palabras del físico británico Lord Kelvin a comienzos del siglo XX, «Cuando puedes medir aquello sobre lo que estás hablando, y expresarlo en números, ya sabes algo sobre lo que estás hablando; pero cuando no puedes expresarlo en números, tu conocimiento es mediocre e insatisfactorio; podría ser el comienzo del conocimiento pero habrás movido escasamente tu propia frontera del conocimiento».

Es evidente que los medios con los que cuenta un despacho son limitados y por tanto la estrategia a seguir deberá siempre considerar las variables económica, tecnológica y de personal.

En este trabajo de investigación, dejó abierta la puerta a la gran revolución que ya están viviendo muchos despachos, con la incorporación de la inteligencia artificial a sus procesos, consiguiendo de esta manera digitalizarse. Esta inteligencia artificial hace ya, que no solo se pueda trabajar en la nube con el cloud computing para no tener tus archivos en ordenador, sino que consigue incrementar la protección de los mismos con una mayor seguridad. También proporciona que los abogados puedan trabajar donde quieran y cuando quieran, y acceder a la información y al mismo tiempo dar acceso a los clientes en este nuevo escenario.

O el nacimiento de nuevas firmas online, las llamadas NEW LAW que coexisten con las firmas tradicionales y cuyo impacto en el mercado laboral es todavía difícil de predecir. La transformación digital de los despachos de abogados es algo ineludible que todas las firmas legales tendrán que abordar para seguir siendo competitivas. Cualquier proyecto de transformación no puede olvidar a ninguno de los stakeholders o partes implicadas a las que atender, abogados y clientes con altos requerimientos de seguridad y privacidad como consecuencia de las exigencias de una profesión regulada. Por supuesto, con mucha responsabilidad ya que al fin y al cabo a pesar de tratar con tecnología que evoluciona a diario, estamos hablando de proyectos que afectan a personas.
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Capítulo I Una evolución histórica sobre la profesión de abogado y su buen hacer profesional


 I.  ORIGEN DE LA ABOGACÍA

Aunque se dice que la Abogacía es una de las profesiones más antiguas del mundo, casi tanto como se advierte respecto de la prostitución, lo cierto es que, hasta la época clásica romana, como se verá después, no puede decirse que hubiera un ejercicio de la abogacía, y de la profesión de abogado, tal y como se conoce en la actualidad. Resulta curioso que la primera referencia histórica que se cita respecto de la abogacía tenga que ver, precisamente con la prostitución. En efecto, se cuenta que en la Grecia clásica hubo un proceso en el que se vio implicada la bella Friné, que ejercía la prostitución. La joven había sido acusada de inmoralidad y hubo de ser defendida ante una especie de jurado o tribunal popular. Para realizar su defensa, se cuenta que el abogado envolvió a Friné en una gran manta de color rojo y que la presentó de esta manera ante el tribunal, de suerte que mientras el abogado iba exponiendo su alegato iba progresivamente desenrollando la manta, descubriendo, poco a poco, el cuerpo de la joven. Tal modo de proceder debió de producir el efecto esperado por el abogado, porque determinó la absolución de Friné, «por unos jueces dulcemente asombrados».

Pleitos los ha habido siempre, de ahí el viejo aforismo romano: «ubi homines, ibi societas; ubi societas, ibi ius, ibi litis» que dice que allí donde hay hombres, hay sociedad y donde hay sociedad, hay derecho y hay litigios; por consiguiente, a alguien debía corresponder la tarea de defender y/o representar los intereses de cada una de las partes ante los tribunales, cuando ellas mismas no podían, o no querían o no se sentían suficientemente capacitadas para hacerlo por sí mismas: al abogado.

Seguidamente, serán analizados los distintos periodos históricos en los que se puede distinguir, según los autores, la evolución de esta profesión.

II.  ABOGACÍA Y DERECHO ROMANO

En Roma se vino a producir una identificación o, mejor dicho, vinculación entre la abogacía y el Derecho; sin embargo, antes de esto, hubo episodios de la Historia en los que no fue así. Como sostiene Latorre (1) , «el jurista como figura importante de la comunidad, aparece por primera vez en Roma y, es de advertir que su existencia no es indispensable para que una sociedad funcione». Obviamente, si antes de Roma hubo sociedades que funcionaban, sin que hubiera propiamente estudio del Derecho, bien se podría afirmar que los abogados-juristas no son completamente imprescindibles para la sociedad. De hecho, todavía en Francia persiste el dicho de que si en París fueran suprimidos los zapateros volvería a organizarse otra «revolución francesa», mientras que si se suprimieran los abogados no pasaría nada.

Sin embargo, aunque en la época y en la situación en la que ejerció su actividad el abogado de Friné, esto es la Grecia clásica, no se produjo la citada identificación entre abogacía y Derecho, lo cierto es que el proceso codificador que Grecia vivió durante el Siglo VII a.c. sirvió de modelo, según los autores, al que doscientos años después, llevaría a Roma la Ley de las XII Tablas, al que, como afirma Barcia Lago (2) ,Cicerón consideraba «legum fontis e capita» o el origen y el fundamento de las leyes, en su obra De Oratore. Si bien, la gran diferencia entre unas y otras, las reglas griegas y las XII Tablas, consistía, siguiendo a Barcia Lago, en que «mientras las leyes griegas no eran más que un catálogo de normas, la ley romana llegó a ser el origen de un verdadero sistema jurídico fundado en el proceso».

En Roma, el ejercicio de la abogacía fue utilizado por ilustres personajes como instrumento para el progreso social, tal es el caso del propio Cicerón quien en De Officiis, advierte a su propio hijo Marco que «sucede con frecuencia que muchos, sin seguir el ejemplo de sus padres, se proponen alcanzar una meta propia, y que estos, son en muchos casos, nacidos de una cuna humilde, pero que aspiran a grandes cosas». Además, la profesión de abogado y las actuaciones ante el Foro también podían servir de vía para hacer carrera política; pues, se entendía que quien bien podía defender con elocuencia y brillantez las causas ajenas (postulatio pro aliis), también podría hacerlo respecto de los asuntos públicos, de la res publica: «aquel a quien se juzga digno de ser abogado de los excónsules, no puede ser considerado indigno de acceder al propio consulado» (3) .

Los antecedentes griegos, más que servir de inspiración para edificar un verdadero sistema jurídico, que de alguna manera lo fueron también respecto de las XII Tablas, tal y como señalé antes, se utilizaron como base de otro de los pilares en que se apoyaba ya entonces, el ejercicio de la abogacía: la elocuencia. En efecto, en un primer momento, las clases nobles romanas se beneficiaron del establecimiento en sus casas de las primeras escuelas de retórica y elocuencia; pues es bien sabido que el arte de la elocuencia tuvo un notabilísimo desarrollo en la Grecia clásica. Por este motivo, como sostienen los autores, muchos de los entonces abogados romanos provenían de las citadas clases pudientes, aunque algunos «homines novi», como el mismo Cicerón, pudieran constituir una excepción a la regla. Como sostiene Barcia Lago, esto se produjo en el momento de «la secularización de la jurisprudencia republicana, en un proceso que arranca del establecimiento, sobre el ejemplo de las reformas de Solón que la embajada de los decenviros había aprendido en Atenas, en el 450 a.c., de la Ley de las XII Tablas, que diera ocasión, en medio de gruesas tensiones, a los estamentos plebeyos a forzar los rígidos marcos del sometimiento vasallático a la aristocracia» (4) .

De hecho, no es solo que se enseñara la retórica griega en las casas de los patricios romanos, es que incluso la propia retórica romana empezó expresándose en griego, lo que devino en que la lengua se convirtiera en un hecho diferencial entre ricos y pobres; pues, como aducen los autores, el griego, de la misma manera que, en tiempos relativamente recientes, el estudio de lenguas extranjeras estaba reservado únicamente a los estratos más pudientes de la sociedad, en la vieja Roma, el griego era la lengua cultural de la nobilitas. Como aduce Mas, «la barrera lingüística se dobla de discriminación política y social, pues en aquellos momentos solo dominaban esta lengua los miembros de la aristocracia» (5) . Esto trajo consigo la voluntad de las clases dominantes, que triunfó durante algún tiempo, de limitar al uso del griego la oratoria forense y la política, para que solo quienes pertenecían efectivamente a dicha clase pudieran acceder a la política y a una actividad que empezaba a profesionalizarse: la abogacía.

Sin embargo, en aquellos primeros tiempos, abogacía y Derecho no discurrían por el mismo camino, el cultivo de una y otro se hacía desde campos distintos y por personas diferentes. Una cosa era la ciencia del Derecho y otra el arte de la retórica, que, aunque nos parezca sorprendente desde una perspectiva actual del Derecho romano, se consideraba «más seria, más agradable y más espléndida», en palabras del propio Cicerón, es decir superior desde el punto de vista de su consideración social. Cuando Cicerón, en su obra «Orator», describe las competencias que debía poseer el abogado, afirma que debía dominar un saber que se extendiera a diferentes ámbitos, entre ellos, la Historia y el Derecho; pero sin que una y otro fueran las herramientas fundamentales, pues la principal de todas, como dije antes, era la elocuencia. El propio Cicerón considera la íntima relación entre el sapere y el dicere, pero siempre poniendo de manifiesto, entre otros lugares, en «De Officiis», como argumenta Barcia Lago, «su pensamiento acerca de la superioridad del orator respecto del iurisprudens» (6) .

Por tanto, el cultivo de la ciencia del Derecho y la defensa de los intereses de particulares, ante los tribunales, se hacían por personas diferentes. El jurista era una especie de colaborador o auxiliar del abogado, aunque nos sorprenda, por mucho que en las referencias que ahora tenemos, respecto de aquella época, predominen los nombres de los jurisconsultos sobre los de los abogados, con algunas excepciones sobresalientes, como la del propio Cicerón. Como afirma Iglesias, «al jurisprudente, le incumbe la tarea de revelar el Derecho, en su sistema cardinal de ius civile, acomodándolo a las exigencias vitales de cada momento» (7) . Esta labor auxiliar, se realizaba, de modo semejante a como ocurre ahora con los profesores y catedráticos de Derecho, mediante la solicitud de dictámenes y opiniones jurídicas. Así, el jurista se convirtió en un apoyo tanto para el abogado, como para el pretor. «En su asistencia a los abogados, el jurista colabora pues, con aquéllos, instruyéndoles tanto sobre las fórmulas de los negocios (cavere), como de los pleitos (agere) y facilitándoles respuestas a sus consultas (respondere)».

Siguiendo a Barcia Lago, se podrían distinguir tres etapas en la evolución de la profesión de abogado durante la Roma clásica, a saber:


	
—  La primera, que ha sido bautizada como patronatus iudiciarius, fue progresando desde una primitiva fase de patronazgo nobiliario estricto, tal y como fue señalado más arriba, que culminó a finales de la República, que se caracterizó por ser un período fundado en una relación clientelar y de sumisión entre el abogado (advocatus) y su defendido o protegido, «huérfana de cualquier vínculo contractual entre ambos», que se fundaba en los deberes de la «fides y de la amicitia», que se realizaba gratuitamente por parte del patronus, lo cual redundaba en un mayor prestigio o influencia social, de ahí el estrecho vínculo entre la postulatio pro aliis y la política.

	
—  La segunda, vinculada a la época del Alto Imperio, en la que el anterior patronatus iudiciarius se fue progresivamente transformando en una verdadera profesión de abogado, como una auténtica actividad dedicada a la defensa de intereses privados, más parecida a lo que actualmente conocemos como una profesión liberal, lo cual conllevaba el lícito derecho del abogado a recibir unos emolumentos, es decir una retribución, en contraprestación a sus servicios.

	
—  Y la tercera etapa, discurre durante el Bajo Imperio, que consiste en una reglamentación de la profesión y en una incipiente estructuración corporativa, en la que, como señala el citado autor, «se concibe la profesión de abogar como un munus publicum del que el Estado imperial no puede ya prescindir». En esta época se produce, como quizá haya oportunidad de detenerse en examinar después, una tendencia a la «funcionarización» de los abogados (8) . Los abogados se convirtieron en un instrumento imprescindible para impartir justicia, lo que conllevó el que pasasen, de alguna manera, a formar parte de la propia estructura judicial.



De la misma manera que hubo una evolución en el modo en que fue concebida la profesión, durante las diferentes etapas a las que se ha hecho referencia, también hubo una evolución terminológica, con el paso del tiempo.

De manera resumida, los autores distinguen varias formas de referirse a quienes realizaban la postulatio pro aliis. Una cosa era el patronus y otra el advocatus, a pesar de que en la obra de Cicerón ambas aparecen prácticamente como sinónimas de orator. El patronus intervenía en el pleito para proteger o defender a una persona sometida a su guarda, por algún tipo de relación de dependencia; mientras que el advocatus comparecía en el juicio a título de amistad o confianza.

Esta diferente manera de definir ambas posibilidades cayó en desuso cuando, como sostiene Barcia Lago, «el término advocatus ensanchó su espacio semántico», al referirse a una actividad que ya bien podía considerarse como una profesión o un oficio: proffessio advocationis u officium advocationis. De este modo nace lo que actualmente se conoce como postulación procesal, que consiste en abogar y defender ante el juez la pretensión propia o la de un tercero; o bien contradecir la presentada por otro contra ese tercero o contra uno mismo.

También en aquella época se traza la diferencia entre advocatus y procutator. Tanto este, como el denominado cognitor, eran representantes voluntarios que podían actuar en el denominado proceso formulario; pero con diferente valor representativo; porque mientras el cognitor podía ser nombrado representante durante el desarrollo de un proceso, «mediante la declaración explícita de una parte frente a la adversa», actuando, como si fuera, en nombre propio, el procurador siempre era un administrador de los negocios ajenos en virtud de un contrato de mandato. El denominado procurador ad litem, realmente, como sostiene la doctrina, fue una derivación del procurador omnium rerum.

Como advierte Barcia Lago, también de la época romana data la referencia a status social del abogado por razón de su indumentaria, la cual propició que en el siglo IV, conforme al Código Teodosiano, al abogado se le denominara «togatus». La misma palabra «toga» sirvió para definir las organizaciones corporativas que por aquella época existieron; es decir, los collegia, denominados precisamente con la palabra «toga» (9) . También surgió el término scholasticus, que era el orador versado en las técnicas de la controversia, y también fueron utilizadas otras palabras, como la de causidicus. La denominación de scholasticus, según Agudo Ruiz (10) , se debe a que los ejercientes debían estar integrados en un gremio profesional, denominado schola.

No obstante, como advierte Rodríguez Ennes, hay que distinguir la profesión de advocatus de otras de menor rango social como el pragmaticus, el leguleius y el formularius, que realizaban labores meramente complementarias (11) .

El paso de una actividad gratuita a otra remunerada, conllevó igualmente un cambio en la denominación de la retribución que podía recibir el abogado, de manera que, la gratuidad conllevaba una retribución no exigible, pero aceptada por la costumbre, llamada honorarium, frente a otra ordinaria y obligatoria, denominada salarium, propia de las operae o artes liberales, tal y como dice Barcia Lago (12) . El paso de la actividad gratuita a la remunerada sirvió, tal y como fue señalado antes, para que personas procedentes de las clases menos poderosas pudieran acceder al ejercicio de la profesión. También en esta conversión se encuentra el origen del actual arrendamiento de servicios que vincula al abogado con su cliente, del cual nacen, como es bien conocido, obligaciones para ambas partes contratantes.

Fue el emperador Claudio que gobernó entre el 41 y el 54 después de Cristo el que estableció el derecho de los abogados a recibir su retribución; si bien, estableciendo un límite máximo fijado en diez mil sestercios, que en los tiempos del Bajo Imperio se estableció en cien áureos. Barcia Lago, entiende que tal derecho reconocido por el emperador hizo que la abogacía pudiera llegar a ser una profesión honrosa y que el pago de los honorarios dejase de ser entendido como una especie de corrupción (13) .

Como es sabido, el Derecho romano sentó las bases de algunos principios económicos que rigen en la actualidad, de hecho, no puede desconocerse que en la sociedad y en la economía romana podemos encontrar algunos vestigios del liberalismo económico. Aunque el emperador podía fijar un límite a los emolumentos de los abogados, era la importancia del asunto, la fama del abogado y la costumbre del lugar, los parámetros que se utilizaban para calcular los honorarios del abogado, es decir, las reglas de su respectivo mercado. También, tal y como sucede ahora, en caso de discrepancia entre el abogado y su cliente, al juez le estaba encomendada la función de ponderar tales honorarios, con arreglo a los precios de mercado. Incluso en aquellos casos en que la aleatoriedad del resultado estaba prevista entre las partes, se daba la situación en que tales emolumentos eran fijados de manera anticipada, e incluso llegó ya entonces a establecerse la práctica habitual de la exigencia de provisiones de fondos pagados por el cliente con anterioridad al inicio del pleito. Las cantidades anticipadas solo debían devolverse en caso de que el abogado se separase voluntariamente de la postulación y defensa de los intereses de su cliente; pues en los demás supuestos tanto el abogado como sus herederos podían retener válidamente los anticipos recibidos, tal y como nos cuenta Agudo (14) .

Todo este proceso, de reconocimiento del derecho del abogado a recibir emolumentos por su trabajo, culminó cuando se concedió acción al abogado para reclamarlos al final de la época clásica tardía, así lo sostiene Barcia Lago (15) . En el mismo sentido se manifiesta Cansinos Mora, al señalar que «la percepción de honorarios transformó la naturaleza de la abogacía, liberada de la gratuidad, que devendrá en una profesión liberal» (16) .

Aunque se convirtió en una profesión remunerada, aún existiendo la libertad de pactos entra las partes, aunque con ciertos límites, como ha sido señalado más arriba, el Digesto prohibió el pacto de quota litis (17) , que, como es sabido, consiste, incluso hoy en día, en acordar la participación del abogado en el resultado del litigio, lo que actualmente también se denomina, siguiendo la terminología anglosajona, success fee. Quintiliano llama a este modo de proceder «piraticus mos» y «abominanda pactio», y el propio Digesto la califica como «malus mos». Como señala Barcia Lago, «este concierto fue declarado ilícito respecto de los Divi Fratres» (18) , que el Pretor podía llegar a castigar con la interdictio advocationibus (prohibición de ejercer la abogacía).

La manera de ejercer la actividad forense ante los tribunales estaba sometida a ciertas reglas, entre ellas la de la limitación del tiempo de exposición del caso por los oratores, esto es, los abogados, que se medía por medio de una clepsidra, lo cual no impedía, como señalan algunos autores, que si la condescendencia de los jueces así lo permitía, se pudiera rellenar el agua, cuando el discurso del abogado así lo requería. De donde viene la expresión «dar más agua al abogado», como equivalente al aumento de la retribución del mismo; pues se consideraba que el interés del discurso y la elocuencia del abogado podían hacer merecer un aumento de sus emolumentos (19) .

El ejercicio de la abogacía estaba vetado a las mujeres e igualmente a quienes tuvieran algún tipo de indignidad para ello, como, por ejemplo, los que «hicieren uso de su cuerpo cual mujer» (20) . Señalan Fernández Valverde y Ramírez de Verger, citando a Ulpiano, que «también prohíbe el pretor que abogue por otros el que toleró hacer de mujer con su cuerpo, aunque si alguno fue forzado por unos bandidos o enemigos, no debe ser tachado de infame, como también dice Pomponio» (21) .

Respecto de la prohibición del ejercicio de la abogacía para las mujeres, Ulpiano comenta el Digesto señalando que «sexum, dum feminas prohiber pro aliis postulare» (22) ; sin embargo, podían postular en causa propia (23) . La razón de este tipo de exclusión se debía, según el citado jurisconsulto romano: «(a) que el sexo prohíbe que las mujeres aboguen por otro, y la razón es evitar que las mujeres se mezclen en causas ajenas, en contra del pudor propio de su sexo, y desempeñen oficios viriles. Esta prohibición proviene del caso Carfania, una mujer muy descarada, que, al actuar sin pudor como abogada e importunar al magistrado, dio motivo a este edicto» (24) . Este veto hacía las mujeres se ha mantenido prácticamente hasta los tiempos de la Segunda República Española, pues del Derecho romano fue recibido, como se verá más tarde, en las Partidas de Alfonso X el Sabio (25) .

Complementariamente a lo señalado hasta aquí, hay que añadir que en el Derecho romano se contemplaban una serie de incompatibilidades de la abogacía respecto del ejercicio de otras actividades, como, por ejemplo, las jurisdiccionales (26) , consignándose la obligación de prestar juramento de actuar con probidad, denominado «iusiurandum propter calumniae» (27) . Por otro lado, se estableció la regla de que las partes fuesen asistidas por abogados que se encontrasen en condiciones profesionales semejantes o equiparables, para no producir una inicua diferencia, o desequilibrio entre aquéllas, regla que derivó de una Constitución imperial de Valentiniano II, Valente y Graciano, de clara inspiración estoico-cristiana, según Barcia Lago.

También de esta época deriva la obligación de que las partes fueran asistidas por abogado y el nacimiento de lo que actualmente se conoce como beneficio de justicia gratuita. Precisamente, en el año 370 d. c., la constitución de los emperadores Valentiniano II, Valente y Graciano, castiga con la expulsión del Munun publicum del abogado que se negare al patrocinio de uno de los más débiles (humiliores), frente a los posibles abusos de uno de los procedentes de las clases superiores (potentiores) (28) .

El Munus publicum hace referencia a la profesión de abogado como manifestación del ejercicio de un servicio público (professio advocationis). En el Bajo Imperio, el ejercicio de la abogacía adquirió una estructuración corporativa que la asemeja a lo que más tarde llegarían a ser los colegios profesionales. Su naturaleza empezó a ser bifronte, liberal y de funcionalidad pública, al mismo tiempo (29) .

Durante el Bajo Imperio se propició la constitución de diversas corpora en los que se agrupaban los profesionales que desempeñaban diversas actividades, formando el correspondiente consortium u ordo (30) . De este modo nacieron los Collegia Togatoru; la integración en tales Collegia era preceptiva, de manera que la condición de advocatus se adquiría, como ahora, por la adscripción a dicho Collegia (31) . Además, la pertenencia al colegio conllevaba un deber de residencia, cuya infracción era penalizada severamente. Había un numerus clausus, que apareció en Oriente en el año 426, que limitaba al número de 100 la cifra de advocati que podían ejercer el oficio de abogado ante el tribunal del praefectus praetorius (32) .

La corporación de los abogados vino a constituirse como una especia de cursus honorum, que conllevaba, a juicio de los autores, honras y privilegios, incluso de naturaleza fiscal (33) . Hubo una cierta jerarquización de los mismos, de manera que no todos podían ejercer en los mismos sitios ni ante los mismos tribunales.

Hemos visto que durante la mayor parte del período histórico romano, las funciones del abogado y del jurisconsulto estaban separadas. El segundo venía a ser un complemento del primero, que era quien realizaba la labor principal de postular y defender los intereses del tercero. Vimos, que para Cicerón el conocimiento del Derecho era muy importante, pero no constituía el verdadero objeto de la actividad del orador, por tanto, como señala Agudo Ruíz, «el (Derecho) tenía únicamente para el orador un valor instrumental» (34) . Todo ello, a pesar de que a Cicerón se le considera «el más elocuente de los jurisperitos y el más jurisperito de los abogados» (35) . La accesoriedad del conocimiento del Derecho por el orador era una consecuencia del agere per formulas. El llamado procedimiento formulario separa las actividades del jurisconsulto y del orador, ya que la partición procesal del ordoiudiciorum privatorum en dos fases, la fase in iure y la fase apud iudicem, llevaba a que ambas estuvieran completamente diferenciadas (36) .

No obstante, a partir del Senatus consultum del año 30 a.c. se fue estableciendo la cognitio extraordinem, que, según los autores (37) , se caracterizaba por tener una única fase procesal ante el magistrado, a quien correspondía tanto el conocimiento del asunto como el pronunciamiento de la sentencia (38) . Ello hizo que el abogado tuviera que empezar a formarse en las escuelas de Derecho (39) . Sin embargo, las cosas no fueron exactamente igual en el imperio de oriente y en el de occidente. En Occidente, el abogado siguió siendo un retórico que necesitaba la ayuda del jurista, mientras que en la parte de Oriente el camino fue distinto; pues León I en una constitución del año 460, sancionó por primera vez la obligación de que los aspirantes a ser recibidos como abogados acreditasen formación jurídica (40) .

No resulta claro cómo empezaron a surgir las primeras escuelas de Derecho, si bien los autores señalan la que hubo en el puerto fenicio de Berito, la Beirut actual, donde apareció una célebre escuela de Derecho, por ser esta ciudad «sede del registro y conservación de las Constituciones concernientes a algunas provincias de Oriente» (41) . Como dice Barcia Lago, «los estudios duraban cuatro años y se seguía el método de las Stationes de Roma, con una enseñanza casuística, práctica y dogmática» (42) . Con el paso de los años, fue el emperador Justiniano I el que configuró los estudios a través de un nuevo plan sistemático que comprendía cinco cursos.

La caída del Imperio Romano de occidente significó la quiebra del Derecho romano y la extinción de la clase social de los juristas que se había consolidado durante todo aquel tiempo. Rómulo Augusto fue el último emperador romano de Occidente.

III.  LA ABOGACÍA DURANTE LA EDAD MEDIA

La caída del Imperio Romano de Occidente supuso una quiebra importante en la evolución de la profesión de abogado en España, así como en todos los territorios que habían formado parte del dicho imperio, «si occidente fue la tierra de la vulgarización jurídica, el estilo oriental podría calificarse de clasicista» (43) . Sostiene Martí Mingarro que «la profesión de abogado parecerá desvanecerse tras la disolución de la civilización latina y prácticamente dejó de existir como profesión estructurada, en acusado contraste con el auge de las escuelas orientales de Derecho y con la pujanza de sus Collegia Togatorum» (44) .

Sin embargo, una cierta luz se mantuvo en el ámbito del Derecho canónico gracias a los juristas y abogados eclesiásticos. Sin embargo, como sostiene Barcia Lago, «la actividad de los jurisperitos clericales se hizo tan agobiante en el contexto de una sociedad analfabeta, que ya en el concilio de Tarragona del año 516 se prohibió que ningún monje fuera encargado o ejecutor de negocios forenses, a no ser que convenga a la utilidad del monasterio, y en todo, caso, por mandato del Abad» (45) .

La patrística tuvo también bastante influencia en esta evolución; pues, incluso hasta el mismo San Agustín llegó a actuar como abogado en algunas ocasiones. Pero fue la «Teoría de las Dos Espadas», sustentada por el Papa Gelasio, la que más tarde llevaría a la aparición de la episcopalis audientia, recogida en el Código Teodosiano y, como señala Barcia Lago, reforzada por Justiniano en su Novelae (46) .

Una vez iniciado el movimiento que tradicionalmente es conocido como la «Reconquista», a partir del siglo IX, se fue extendiendo progresivamente por el territorio peninsular las formas jurídicas arcaicas y relativamente primitivas, propias de las antiguas costumbres agrícolas y pastoriles, sobre las que apenas había tenido influencia el Derecho romano (47) , máxime, si se tiene en cuenta que, además, la dominación visigótica trajo consigo el declive tanto del ius civile como del ius canonicis, impidiendo que la abogacía pudiera desarrollarse como una actividad profesional regulada y reconocida, como lo había sido, sobre todo, durante el período inmediato a la caída del Imperio romano de occidente.

Como señalan los autores, a partir del siglo XII comenzó a abrirse camino «un tropel de causídicos y practicones», procedentes tanto del ámbito seglar como del eclesiástico, faltos de formación jurídica, que actúan sin ningún tipo de control corporativo, que embaucan, con su verborrea latinista, a los pobres clientes de la época (48) . Durante este período, irán surgiendo rábulas y leguleyos que conseguirán acaparar el desempeño de lo que podría considerarse algo parecido, pero en ningún caso como debiera ser, al ejercicio de la profesión de abogado. Como señala Escriche, «se multiplicaron en gran manera los letrados; y todas las clases de gentes, clérigos, seglares, monjes y frailes se dedicaban a esa lucrativa profesión, tan honorífica como lucrativa. Su tumultuaria concurrencia, su desenvoltura y locuacidad llegaron a turbar de tal manera el orden y el sosiego de los tribunales, que se hizo preciso tomar medidas para poner límites a tanta licencia, y contener aquellos desórdenes que eran inevitables en unos tiempos en que todavía no se había pensado en declarar las facultades de los abogados en trazar el plan de sus obligaciones, porque no se consideraba este oficio como absolutamente necesario en el foro» (49) .

La fundación de la Universidad de Bolonia, en el año 1088 y la consecutiva fundación de otras universidades durante los años siguientes destacando la Universidad de Salamanca en 1218 por Alfonso IX de León, sirvió para que este panorama empezase progresivamente a cambiar; pues estudiantes de toda Europa, inclusive de nuestros territorios peninsulares, comenzaron a desplazarse a tales centros de formación en los que se enseñaba el Corpus iuris civilis y más tarde también el Derecho canónico, lo cual contribuyó muchísimo a elevar el nivel de formación de quienes realizaban funciones relacionadas con el foro.

Como sostiene Bermúdez Aznar, «la recepción del Derecho romano engendró una nueva clase, la de los legistas, que nacidos al amparo y sustentados por las crecientes necesidades jurídicas de los tiempos bajomedievales estaban destinados a ocupar un importante papel en la administración de los Estados europeos» (50) .

La llamada «primera recepción del Derecho romano» tuvo lugar en España, fundamentalmente a través de dos textos jurídicos, uno de la Corona de Castilla y otro de la Corona de Aragón. El primero, como es conocido, Las Partidas de Alfonso X El Sabio; el segundo, Los Fueros de Valencia, elaborados bajo la supervisión del Rey Jaime I.

Tanto el rey castellano, como el aragonés, nacido en Montpellier, se trajeron jurisconsultos formados en Bolonia, para que ayudasen en la redacción de ambos monumentos legislativos, sobre ello habrá oportunidad de extenderse más adelante.

Hasta la citada «recepción», por toda la península proliferaron Derechos particulares, propios de villas y ciudades, que se denominaron Fueros Municipales. En estos textos aparecen algunas normas que tratan de disciplinar la actividad que venían desarrollando los causídicos y leguleyos que, como dije más arriba, se extendieron por todo el territorio peninsular, como señala Barcia Lago, «sus practicantes comienzan a recibir la denominación de voceros, porque asumían la voz de los litigantes» (51) . Siguiendo a este mismo autor, «el bozero altomedieval sintetiza las funciones de las figuras del adsertor y del personero o mandadero (…), el vocero, perfilando los rasgos de su inicial función de asertor, está, en el origen de la figura del abogado aunque por entonces no era todavía jurista, ni profesional, sino, como refería el Fuero de Madrid, un pariente o un hombre bueno que aconsejaba al litigante» (52) .

Solo cuando, más tarde, como veremos después, el vocero se hizo jurista, tras recibir la pertinente formación en las universidades, se convirtió en un verdadero abogado, de donde deriva la expresión «letrado», actualmente sinónima de la de abogado.

Junto a los Fueros municipales, el Fuero Juzgo también concedía la posibilidad de que aquellos litigantes que no quisieran o no pudieran comparecer por sí mismos en un pleito lo hicieran a través de otra persona, por medio de un contrato de apoderamiento, denominado «carta de personería» (53) . Siguiendo las mismas pautas de la época romana, durante este período histórico también se prohibió a la mujer el acceso a la abogacía. No podía actuar como personero en nombre de otro, aunque sí podía hacerlo en nombre propio, al tiempo que se veda al marido el que pueda arrogarse su representación en juicio, sin el consentimiento de aquélla (54) .

Resulta especialmente destacable el que, en el citado Fuero Juzgo (55) , se prohibiera a los príncipes y a los obispos comparecer en los juicios sin personero, para evitar que el poder y ostentación de unos y otros pudiera poner en posición de desventaja a sus contrarios en un pleito. Sin duda se trataba de una norma «equilibradora» del poder de las partes que, como hemos visto más arriba, tenía algunos antecedentes en el Derecho romano, y que trataba de buscar, más allá de la justicia material, la propia justicia procesal o formal.

En el Fuero Viejo de Castilla, en el Fuero de Madrid y en otros textos legislativos altomedievales también se regula la figura del vocero, e incluso en algunos de ellos se contemplaba la posibilidad de que los alcaldes pudieran asumir la representación procesal de las personas desvalidas, tales como viuda o huérfanos, como «carga de honor», un antecedente más de la función social que ha tratado de cumplir la abogacía a lo largo de los tiempos.

Mientras esto sucedía en los territorios cristianos, en Al Ándalus, señalan los autores que se han ocupado de ello, «los faquíes, como jurisconsultos, no tenían intervención directa en los litigios o causas, que se sustanciaban de manera oral y personal ante el qadí. El proceso era de factura procedimental desprovista de aparato, y destaca el porte contenido y serio del qadí (…) las partes podían —y en algunos casos era preceptivo que lo hiciesen— designar representante que les defendiese. El término árabe que lo designa es significativo: wakil, mandatario, representante y en nuestro contexto, más precisamente, algo así como asistente procesal de parte» (56) .

El contrato que servía para que el wakil asumiera la representación de parte se llamaba wakala. El defensor o representante no tenía que ser necesariamente experto en Derecho, aunque, como señala la doctrina, algún tipo de bagaje jurídico había de tener (57) . No había tampoco una regulación corporativa de quienes se dedicaban a esta actividad procesal, y quedaba a la libre voluntad de las partes el establecimiento de los honorarios que debía recibir el wakil (58) .

Resulta cuanto menos curioso, que la misma regla que se seguía conforme al Fuero Juzgo, en la parte cristiana de la península, también se aplicase en Al Andalus. Conforme a esta regla, las personas poderosas no podían litigar por sí mismas, por dos tipos de razones, a saber: a) para mantener el equilibrio procesal entre las partes, evitando así que el juez fuera presionado por la importancia de una de ellas, en perjuicio de la otra; y b) para evitar que las personas principales pudieran ser humilladas por la contradicción que se les hiciese durante el juicio (59) .

Antes se hizo referencia a la primera recepción del Derecho romano, producida a consecuencia de la instauración de las primeras universidades y de la glosa de Irnerio (contemporánea de estas), así como por el prestigio de sus cuatro discípulos: Búlgaro, Martín, Jacobo y Hugo. Del mismo modo, también contribuyeron a dicha tarea el jurista catalán, Raimundo de Peñaforf, en España; y el monje camaldulense de Bolonia, llamado Graciano, cuya fama estimuló la labor de recopilación de las epístolas papales, en las colecciones denominadas «Decretales» (60) .

La monarquía estaba necesitada de imponerse sobre la nobleza feudal y encontró en el Derecho un poderoso instrumento para hacerlo, de ahí también la proliferación de nuevas universidades por toda la península, tras la fundación de las primeras en Bolonia y en Paris. En nuestro país la primera fue en Salamanca, en 1218, a la que le siguieron la de Palencia, en 1228 y la de Valladolid, en 1260. Es sabido que para la fundación de las primeras universidades era necesaria la confluencia de las dos autoridades imperantes en aquella época, a saber: la terrenal, representada por los reyes, y la «ultraterrena», representada por los Papas.

Como dije en páginas anteriores, al estudiarse el Derecho común (ius commune) (61)  en las universidades, en la que se consideraba lengua franca en ese momento, el latín, ello llevó a que quienes recibían los estudios en tales universidades empezaran a ser denominados «letrados» y el hecho de que muchos de los estudiantes fueran eclesiásticos dio lugar a que los juristas adoptasen, como signo de distinción pública, el traje talar de aquéllos (62) , «si bien posteriormente se vestirán con capa o toga con un cuello vuelto de gasa blanca, denominado golilla» (63) . Merece destacarse que, como señalan los autores, tales letrados, también llamados «legistas», no actuaban propiamente como abogados, aunque a partir del siglo XIII empiezan a intervenir, junto con los «boceros», en la redacción de algunos documentos y en asuntos judiciales (64) . El que las enseñanzas fueran en latín obedecía, obviamente a dos circunstancias: por un lado, la lengua franca era la antigua lengua de Roma; pero, por otro, además, el ius commune era el Derecho civil romano, escrito en latín, que se decía común, por contraposición al que poco a poco fue surgiendo en los diferentes reinos (65) .

En este punto podría decirse que se encuentra el origen de la toga que actualmente siguen utilizando los letrados. Siguiendo a Benítez Carrasco y a Barcia Lago, «la denominación de toga es inexacta y producto de la pedantería dieciochesca, que equivocadamente venía a entroncarla con la toga romana, con la cual nada tiene que ver el traje profesional del abogado ibérico, y declinó la nombradía de garnacha con la que era conocida la prenda. Esta consistía en ropón de abrigo, pues los juicios en principio se celebraban al aire libre, que llegaba hasta el suelo, ceñida por la cintura con una cinta cosida que se ataba por delante, denominada pretina y fija por detrás al halda que era la misma tela formando pliegues que permitían extenderla cuando se montaba a caballo. La garnacha llevaba sobre los hombros otra pieza de forma cuadrangular, denominada manta o mantón que permitía abrigar la cabeza y aunque perdió su finalidad cuando los juicios se empezaron a celebrar en lugares cubiertos, se conservó cosida por los hombros formando un escapulario de diferente tela. Además, a la garnacha se le sobrepuso una franja ancha de seda o de terciopelo, el palio o beca, cosida a cada borde de la abertura central, que desde el cuello llegaba hasta el borde inferior» (66) . Cualquiera que haya vestido alguna vez una toga de abogado o una toga académica podrá comprobar que esta descripción responde muy fielmente a dichas togas, que en el fondo vienen a ser la misma prenda.

De la misma época, según los citados autores, nacen las puñetas y la propia expresión «vete a hacer puñetas»; las cuales servían para establecer un signo de autoridad para aquellos que las llevaban cosidas en las mangas de la garnacha, las cuales habían sido «ganchilladas» por mujeres condenadas (67) . La condena a hacer puñetas era considerada una humillación, de ahí el carácter despectivo que todavía mantiene tal expresión.

Siguiendo con este tipo de explicaciones, en la época de Alfonso X, por Real Cédula de 1245, se puso de manifiesto el interés del rey en formar juristas avezados tanto en el Derecho romano como en el canónico y se señala, por más de un autor, pero principalmente por Barcia Lago, que es quien, en mi opinión, con mayor detenimiento se ha dedicado al estudio del asunto, que el Código de Las Siete Partidas contiene el «acta de nacimiento» de la abogacía española, «como profesión liberal de una función pública» (68) . Es en este texto medieval donde se contiene de forma muy diferenciada la distinción entre personero (lo que hoy en día llamaríamos procurador) y el «bocero» (que actualmente entenderíamos como abogado): «personero es aquel que recaba, o faze algunos pleytos, o cosas agenas, por mandado del dueño de ellas. E ha nome de personero, porque paresce o esta en juyzio o fuera del, en lugar de la persona de otri»; y «Bocero es ome que razona pleito de otro en juyzio, o el suyo mismo, en demandando o en respondiendo. E ha assi nome porque con bozes e con palabras ussa de su oficio».

Es en la Partida III, título VI, donde se emplea claramente la expresión «abogado» para referirse a esta profesión: «el oficio de los abogados es muy prouechoso para ser mejor librados los pleytos, pues ellos aperciben a los judgadores, e les da carrera para librar mas ayna los pleytos, de manera que touieron por bien los sabios antiguos que fizieron las leyes que ellos pudiessen razonar por otri, e mostrar también en demandando como defendiendo los pleytos en juicio: de guisa que los dueños dellos, por mengua de saber razonar, o por miedo, por vergüenza, o por no ser usados de los pleytos, non perdiesen su derecho».

Al igual que en otros textos arriba señalados, la idea de equilibrio entre las partes se refleja en el texto del Rey Sabio, en la Partida III, título V: «Rey o fijo de Rey, o acobispo o obispo o rico ome o señor de caualleros que touiese tierra del Rey Mestre de alguna orden o gran comendador u otro ome honrrado de villa que tenga logar señalado del Rey; nos deue entrar en pleito para razonar por si en juyzio con otros que fuesen menores que ellos».

De esta época es la acreditación del conocimiento del Derecho, como requisito para el ejercicio de la profesión de abogado. Como señala Barcia Lago, «debe destacarse que esa suficiencia acreditada de conocimientos del Derecho, que sobre todo tenían los juristas universitarios, no basta para convertir a estos sabidores en abogados, pues el maestro o señor de las leyes no es, en cuanto tal, profesional del foro, sino que, una vez acreditada su iuspericia-comprensiva también del conocimiento del Derecho de la Corte y del Fuero o costumbre del pueblo, apuntando a una actitud causídica y no meramente académica, el candidato a profesional abogado tenía que prestar juramento de probidad personal y ética profesional como requisito para su admisión en el colectivo» (69) .

Luego, no era bastante con tener formación jurídica universitaria, hacía falta también unos complementos profesionalizantes y la adscripción a una especie de cuerpo, cuyo precedente, como hemos visto en epígrafes anteriores, se encuentra en los Collegia Togatorum. En aquella época se establece la obligación de la inscripción, que todavía no podía considerarse como una auténtica colegiación, tal y como hoy se conoce.

Así pues, la función de abogado no dimana simplemente de un acuerdo directo entre este y su cliente, sino que ha de pasar por el intermedio de la supervisión de la autoridad pública competente; en la Partida II, título V se señala que «e qualquiera que por si quisiese tomar poderia, de tener pleito por otri contra este nuestro mandamiento: mandamos que nos sea oydo, nin le consientan los judgadores que abogue ante ellos», sin la preceptiva supervisión arriba citada. De este modo, siguiendo a Barcia Lago, «la Abogacía ibérica se constituye así, por la obra señera del Rey Sabio, nutrida de los antecedentes romanos, en un auténtico oficio o ministerio público, servido por profesionales independientes específicamente habilitados a tal finalidad, para la defensa de los derechos e intereses de los justiciables, y a la vez en institución comprometida con los valores éticos que informan la sociedad en la que se desenvuelve la actividad forense» (70) . El mismo autor sostiene que para el recibimiento de los nuevos abogados debía haber algún tipo de rito iniciático o «jura de abogados», en algún tipo de ceremonia más o menos solemne, aunque no fuera directamente por el propio colectivo profesional, al no gozar todavía de la autonomía suficiente (71) .

Sobre el secreto profesional, también Las Partidas contienen alguna referencia, en la Ley IX; y sobre lo inadecuado de defender a una parte cuando previamente se haya aconsejado o asesorado a la contraria. También Las Partidas hacen referencia en la Ley VI a la función social de la abogacía, respecto de la llamada abogacía de pobres (72) .

Toda esta regulación pasó a textos posteriores y a las Ordenanzas para abogados y procuradores que fueron promulgadas en Madrid, en 1495, y que pasarían a la «Nueva Recopilación», de Felipe II; y de ahí, a la «Novísima Recopilación», de Carlos IV (73) . Tales Ordenaciones de los Reyes Católicos, en opinión de la doctrina, constituyen el «pilar básico» en el desarrollo de la abogacía española, o lo que es lo mismo, el primer estatuto jurídico de tal profesión (74) .

En paralelo a lo que sucedía en Castilla, en los territorios de la Corona de Aragón también se produjeron algunos acontecimientos que sirvieron para afianzar el ejercicio de la profesión de abogado en España. Así tenemos las «ordenaciones de la abogacía de Barcelona, promulgadas por el Rey Jaime II, en 1295, que se dice que constituye el origen del corporativismo de los abogados en Cataluña (75) . Se cita por los autores una Constitución de las Cores de Barcelona de 1422 como muestra de que en el territorio de Cataluña no bastaba la formación jurídica para ejercer como abogado; previendo sanciones económicas para quienes incurrían en intrusismo, aun teniendo formación académica en Derecho (76) .

En el Reino de Valencia también se requería formación en Derecho para ejercer como abogado, «desde que en 1240 el Rey Jaime I, padre de Jaime II, solicitase del Papa Inocencio IV venia para una escuela que se acreditaría en 1245 por el Pontífice y que daría lugar al Estudio General a partir de 1412-1417, para formar los capítulos de la Universidad en 1499, que se confirmaría en 1502» (77) .

En Valencia se distinguía entre el ejercicio de la abogacía en la capital y en el resto del Reino, tal y como advierte Marzal Rodríguez, según el cual «desde la edad media los abogados de mayor prestigio se encontraron vinculados con la institución municipal. Asesoraban en las cuestiones litigiosas e incluso, bajo su patronato, examinaban a aquellos que deseaban ejercer la abogacía en la ciudad» (78) : la expresión despectiva valenciana de «advocat de secá» se refería a quienes no habían pasado el examen preceptivo (79) .

Graullera Sanz realizó en el año 2000 un meritorio trabajo sobre los juristas valencianos durante la baja edad media (80) . Este autor señala que durante el siglo XIV, el Rey, para resolver algún conflicto, solía designar un árbitro, y para ello recurría «a una serie de personales en cuya decisión confiaba, muchas veces eran personas expertas en derecho a las que se cita como jurisperitos, así lo he podido observar en los registros de las Cancillerías de las distintas Lugartenencias» (81) . En Valencia, el término jurisperito era sinónimo de la expresión «Savi en Dret» (82) , título que en época reciente ha recuperado la Generalitat Valenciana para distinguir a los juristas valencianos que han sobresalido por su labor jurídica en la Comunidad Valenciana.

El propio Graullera Sanz, advierte que «la función de jurista estaba muy ligada a la actividad de los tribunales que, en el caso de Valencia, eran muy numerosos pues no solo debemos tener en cuenta la Justicia Ordinaria, sino que existía una gran variedad de jurisdicciones especiales, aunque estas tuviesen una menor incidencia en la profesión jurídica» (83) .

Según este mismo autor, «el tribunal de Justicia común para todos los ciudadanos, radicaba en el municipio, era el llamado Justicia, instituido por Jaime I en 1238, se trataba de un vecino de Valencia, que era designado como juez competente en todas las materias, formaba él solo la Corte de Justicia de la ciudad y su término» (84) .

En 1307, Jaime II estableció una Subjusticia para atender cuestiones menores, que en un primer momento se estableció en reclamaciones menores a treinta sueldos y que en el año 1363 se incrementó hasta 300 sueldos. De forma parecida a lo que sucedía en Castilla, «en principio existió un rechazo contra los pretendidos juristas, profesionales del Derecho que advocaban ante los tribunales, en defensa de los intereses de terceros. Los advocadores solían ser personas con labia y hasta con conocimientos de Derecho, que ante el juez no abordaban las cuestiones directamente, sino que, en defensa de su cliente, solían alegar la opinión de autores extraños, mezclando en su discurso sentencias latinas de difícil comprensión para quienes no estuviesen en la cuestión, por eso se les rechazó alegando que complicaban el proceso, dilatando la resolución de los casos» (85) . Como se puede apreciar, este fue un mal común a toda España durante cierto tiempo, lo cual obligó, como veremos, a que en toda la península surgiera la necesidad de regularizar el ejercicio de la profesión de abogado, de un modo más o menos corporativo.

No obstante, los historiadores consideran que en torno al siglo XIII hubo un cierto resurgimiento jurídico en Valencia (86) . Circunstancia que realmente acaeció en toda Europa; pues el Papa Gregorio IX, en 1234, trató de romper con la tendencia existente viendo lo que sucedía en la mayoría de las cortes de justicia del viejo continente, señala en sus Decretales que «los pleitos eran como una plaga que acabaría con la expulsión de la armonía de los límites del mundo (…) Pierre Dubois, jurista francés entre 1250 y 1320, opinaba que la litigación, tanto en las cortes eclesiásticas como civiles, era el mayor mal necesitado de reforma en la cristiandad, the greatest common evil» (87) .

Finalmente, como propio de esta Corona de Aragón, se puede añadir, entre otras muchas cosas que no es menester relatar aquí, que surgieron en aquella época importantes cofradías y congregaciones que agrupaban corporativamente a los abogados, y dieron vigor a la profesión (88) .

IV.  LA ABOGACÍA DESDE LA EDAD MODERNA HASTA LA ACTUALIDAD

A partir del siglo XIV, tras el desarrollo y extensión de las universidades por toda Europa, comenzaron a surgir entidades que han servido de base para la organización de la profesión de abogado en el Viejo Continente. En este sentido, los Collegia Doctorum, las agrupaciones florentinas del arte dei Giudice e Notai, los Etáblissements de Saint Louis en Francia, las Inns of Court británicas, etc., responden a la misma influencia (89) . En parte, a consecuencia de ello, se sigue manteniendo en algunos lugares el tratamiento de «doctor» para los abogados, aunque nunca hayan colacionado tal grado académico, así sucede en Portugal e Iberoamérica y también en Italia, cosa que ha quedado reservada en nuestro país únicamente para los médicos.

Según señalan algunos autores, «debido a la profusión de conversos, la abogacía se consideró una profesión manchada, y esa reputación de falta de limpieza no sirvió más que para fortalecer a quienes creían que los abogados hacían poco más que sacarle el dinero a la gente» (90) . La mala fama de los abogados no arranca de esta época ni mucho menos, ya vimos que en Roma se debieron tomar medidas para evitar los abusos de los Oratores y causídicos; y se mantuvo durante el medievo.

Durante la segunda mitad del siglo XVIII comenzaron a organizarse las primeras entidades corporativas de tipo colegial, en las capitales de las Audiencias Territoriales que resultaron a consecuencia de la nueva estructuración del territorio nacional que realizaron los Borbones. Hubo, no obstante, algunos antecedentes de este movimiento, como el realizado por «don Juan de Bedoya, que en 1617 obtuvo de Felipe III de España y II de Portugal, la confirmación del rango ceremonioso de los abogados» (91) . También de esta misma época datan algunas controversias relacionadas con la indumentaria de los abogados que, como vimos en páginas anteriores, vestían la denominada «garnacha», respecto de la facultad o no de cubrirse ante los Alcalde-jueces, lo cual llevó a una especie de huelga por parte de los letrados después de que uno de ellos fuera conminado a descubrirse en la sala y habiéndose negado el mismo a atender la conminación (92) . De esta situación se deriva, según Barcia Lago, la utilización potestativa del birrete por los abogados y su facultad de no descubrirse sino al entrar y salir de la sala y en el momento de pedir la venia para informar, como establece el Estatuto General de la Abogacía Española de 2001 (art. 37) (93) , «siguiendo el protocolo universitario» (94) , que se mantiene en la actualidad.

También de este período histórico data el nacimiento de los Montepíos de abogados y el origen del mutualismo corporativo:


	
—  Los abogados de Zaragoza instauraron su Montepío el 30 de septiembre de 1772.

	
—  Los abogados de Madrid inauguraron el suyo el 31 de agosto de 1776, en ese mismo año también inauguraron el suyo los abogados salmantinos.

	
—  Los de Valencia, el 20 de marzo de 1778.

	
—  Los abogados granadinos, el 23 de noviembre de 1778.

	
—  Los de Valladolid en 1779.

	
—  En Sevilla, los abogados abrieron su Montepío en 1782.

	
—  En marzo de1794, los de Galicia.

	
—  Los de Oviedo, en 1789.

	
—  Y los de Vizcaya, en 1799.



Parejamente al movimiento mutualista fue creciendo el corporativo de constitución de los colegios de abogados en España, también al socaire de la estructuración judicial de nuestro país y tras la creación de las Audiencias Territoriales.

En Madrid el Ilustre Colegio de Abogados se había creado el 13 de agosto de 1596 por un grupo de 37 abogados de la corte de Felipe II, conocido hasta el siglo XIX como Colegio de Abogados de la Corte. Su proyección nacional favoreció la extensión de su modelo organizativo al resto de Colegios creados a partir del siglo XVIII.

En 1706 se creó en Sevilla el colegio de abogados y en 1726 se fundó el colegio de abogados de Granada. En 1742 se crearía el de Zaragoza y en 1758 el de Valladolid, en 1759 el de Valencia, en 1766 en Las Palmas de Gran Canaria, en Cartagena de Indias en 1773, en Oviedo en 1775, en 1776 en Salamanca y Málaga, en 1778 en Córdoba, en 1787 en Mallorca, en 1790 en Cádiz y en 1797 en Cáceres (95) . Más tarde, en 1832, los abogados barceloneses fundaron su colegio.

El movimiento corporativo de los abogados fue creciendo hasta que en 1823, un Decreto de las Cortes, siguiendo la «Ley Chapelier» francesa, estableció la libertad de ejercicio profesional, derogando la colegiación obligatoria (96) .

Sin embargo, el Real Decreto de 5 de mayo de 1838 estableció que se erigiesen colegios profesionales en las capitales de provincia, definidas según la reforma de Javier Burgos de 1833, dando libertad para que se crearan también en aquellas poblaciones que contasen con un número suficiente de ejercientes (97) . Fruto de esta nueva hornada, son los colegios de Cantabria, Bilbao, Murcia, Toledo, Pontevedra y Santa Cruz de Tenerife. Más tarde se fundaron los colegios de Alicante, León, Palencia, Jaén, Cartagena y Alcalá de Henares, que data de 1850 (98) .

La Ley Provisional Orgánica del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870, pese a su carácter de provisionalidad (que duró más de un siglo), fue otro gran impulso para la consolidación de los colegios de abogados y de procuradores (99) . Y la Real Orden de 15 de marzo de 1895, que sirvió para aprobar los Estatutos para régimen y gobierno de los Colegios de Abogados del territorio de la península e Islas Baleares y Canarias, culminó el proceso al que estamos haciendo referencia.

Es en el siglo XX cuando se define el acceso a la procura en la asamblea de Procuradores de España, en Madrid en 1914 en la que se acordó solicitar de los poderes públicos la limitación de número, la exigencia del título de bachiller, las prácticas en un despacho y la superación de un examen.

En febrero de 1924 el decano del Colegio de procuradores de Madrid y además presidente de la Comisión Ejecutiva de acuerdos de asambleas de procuradores, Francisco Antonio Alberca (mi bisabuelo) firmó una instancia que motivó una Real Orden el 24 de marzo de 1924 por la que se concedía un mes para que los colegios de procuradores pudieran alegar motivos en contra de las limitaciones de número, un año más tarde se deniega el numerus clausus. En 1931 a raiz de una nueva solicitud realizada con anterioridad por el anteriormente mencionado señor Alberca se modificará el reglamento de 1912 y se establecerá un único examen; en 1933 se permitía el acceso de la mujer a la procura y el 23 de agosto de 1934 el presidente de la II República, Niceto Alcalá Zamora firma un Decreto por el que se instauraba el numerus clausus.

El 19 de junio de 1943 se creó el Consejo General de los Ilustres Colegios de Abogados de España, actualmente Consejo General de la Abogacía Española; hasta que, en 1982, adquirió su Estatuto General, ya en plena democracia, teniendo condición de corporación de derecho público y con personalidad jurídica propia.

En 1954 tuvo lugar la primera reunión plenaria de la Abogacía Española tras la Guerra Civil. Este fue el III Congreso, pues el IV Congreso tuvo lugar en 1970, del que se dice que fue un primer paso importante para la transición política española, que se inició tras la muerte del general Franco.

Más recientemente, el Real Decreto Ley 6/2000, de 23 de junio, que estableció la denominada «colegiación única», ha supuesto un nuevo elemento que debe tenerse en cuenta en la estructuración colegial de la abogacía española (100) .

V.  EL ESTATUTO GENERAL DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA

Mediante el Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, se aprobó el Estatuto General de la Abogacía Española, conforme al cual, «la abogacía es una profesión libre e independiente, que presta un servicio a la sociedad, en interés público y que se ejerce en régimen de libre y leal competencia, por medio del consejo y la defensa de derechos e intereses públicos o privados, mediante la aplicación de la ciencia y la técnica jurídicas, en orden a la concordia, a la efectividad de los derechos y libertades fundamentales y a la justicia» (101) .

El párrafo 3 de su art. 1 establece los que son los órganos rectores de la abogacía española, a saber:


	
—  El Consejo General de la Abogacía Española,

	
—  Los Consejos de Colegios de abogados; y

	
—  Los colegios de abogados.



Aunque la norma no lo dice expresamente en tal párrafo, la referencia a los «Consejos de Colegios de Abogados», se refiere a los «Consejos Autonómicos», cuya regulación también se encuentra en las leyes autonómicas y nacionales sobre Consejos y Colegios profesionales (102) .

De conformidad con el art. 1 de la Ley 2/1974, sobre Colegios profesionales, el art. 2 del Estatuto General de la Abogacía Española, al cual se encuentra sometido, define a los colegios de abogados como «corporaciones de Derecho público amparadas por la ley y reconocidas por el Estado, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines».

De acuerdo con el Estatuto, «en las provincias donde existe un solo colegio de abogados, este tendrá competencia en el ámbito territorial de toda la provincia y sede en la capital», lo cual no impide que en muchas provincias haya varios colegios de abogados, con su propio ámbito territorial exclusivo y excluyente.

Los fines y funciones de los colegios de abogados son enunciados por los artículos 3 y 4 del Estatuto. Pero, resumidamente, vendrían a ser los siguientes: la ordenación del ejercicio de la profesión, la representación de la misma, la defensa de los intereses profesionales de los colegiados, la formación permanente, el control deontológico, etc., entre los fines; y colaborar con el Poder Judicial, organizar los servicios de asistencia gratuita, colaborar en la elaboración de planes de estudio, ordenar la actividad profesional de los colegiados, organizar y promover servicios comunes en interés de aquéllos, impedir la competencia desleal, resolver discrepancias entre colegiados, informar y dictaminar honorarios profesionales y hacer cumplir a los colegiados las normas legales y estatutarias, así como las normas colegiales aprobadas por los órganos del colegio en materia de competencia, junto con algunas más.

El art. 6 del Estatuto determina la definición y función de abogado «al licenciado en Derecho que ejerza profesionalmente la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico». La referencia a la licenciatura en Derecho debe entenderse obsoleta, en el sentido de que actualmente procede hablar de Grado y no de licenciatura, aunque para el acceso a la profesión ahora es necesario, además, como es conocido, un máster habilitante (103) .

El art. 9 dice quiénes pueden ser considerados abogados, es decir, «quienes, incorporados a un colegio español de abogados en calidad de ejercientes y cumplidos los requisitos necesarios para ello, se dedican de forma profesional al asesoramiento, concordia y defensa de los intereses jurídicos ajenos, públicos o privados». El mismo precepto se remite a la definición contenida en el art. 436 de la LOPJ. Sin embargo, el propio Estatuto prevé que el abogado también pueda defenderse a sí mismo, tal y como vimos que sucedía también en periodos históricos anteriores.

Hoy en día no se distingue entre diferentes tribunales de justicia, a la hora de diferenciar entre abogados y capacidades, cosa que, como sabemos, sí sucedía en otras épocas. El art. 8.2 del Estatuto prescribe, que «el abogado podrá ejercer su profesión ante cualquier clase de tribunales, órganos administrativos, asociaciones, corporaciones y entidades públicas de cualquier índole».

La colegiación o pertenencia a una corporación profesional del tipo al que nos estamos refiriendo, es obligatoria, conforme al art. 11 del Estatuto, «salvo en los casos determinados expresamente por la Ley, o por este Estatuto». Sin embargo, a diferencia de lo que sucedía hace algunos años, «bastará la incorporación a un solo colegio, que será el del domicilio profesional único o principal, para ejercer en todo el territorio del Estado». Complementariamente, además, conforme al art. 17 del mismo Estatuto, «todo abogado incorporado a cualquier colegio de abogados de España podrá prestar sus servicios profesionales en todo el territorio del Estado, en el resto de los Estados miembros de la U.E. y de los demás países». Hubo un tiempo no muy lejano en que los abogados pertenecientes a un colegio diferente del que correspondía al territorio de su actuación debían solicitar una «habilitación», que actualmente excluye, de manera expresa, el párrafo 2 del art. 17 del Estatuto.

Por tanto, hoy en día un abogado español puede ejercer su actividad en toda España, en Europa y prácticamente en cualquier parte del mundo. Sin embargo, por contraste, muchos abogados todavía recuerdan que, por ejemplo, para poder interponer recurso de casación ante el Tribunal Supremo había que recurrir a los servicios de un abogado de Madrid, lo cual choca con la situación vigente en la actualidad.

No se requiere la incorporación a un colegio profesional «para la defensa de asuntos propios o de parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, siempre que el interesado reúna los requisitos para ejercer la profesión, conforme al art. 13 del Estatuto. Tales personas deberán ser «habilitadas» por «el Decano del Colegio de Abogados para la intervención que se solicite», según el párrafo 5 del art. 17 del Estatuto.

El Estatuto veda el que se puedan establecer límites cuantitativos (numerus clausus) para el acceso a cualquier colegio de abogados, ni cerrarse temporalmente o definitivamente la admisión de nuevos abogados (art. 12). Se trata, lógicamente de una norma que intente restringir ilegalmente la competencia dentro de un determinado territorio, o simplemente de manera general, tratando de reducir la cantidad de profesionales ejercientes en toda España.

Los requisitos de incorporación a un determinado colegio, que son los únicos que pueden servir para establecer el control de acceso a la colegiación, vienen determinados por el art. 13 del Estatuto. Las solicitudes de incorporación deben ser aprobadas, suspendidas o denegadas por la Junta de Gobierno, previas las diligencias e informes que proceda, mediante resolución motivada, contra la que cabrán los recursos pertinentes (art. 15).

Tal y como fue señalado respecto de etapas históricas anteriores, los abogados, antes de iniciar su ejercicio profesional, deben prestar juramento o promesa de acatamiento a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico y de cumplimiento de las obligaciones y normas deontológicas de la profesión (art. 16.1 del Estatuto). Juramento que debe ser prestado ante la Junta de Gobierno del colegio al que se haya incorporado el letrado de que se trate.

Los artículos 21 y siguientes del Estatuto regulan el régimen de incompatibilidades, prohibiciones y restricciones especiales. Destaca, entre estas normas, el art. 22 que señala que «el ejercicio de la abogacía es incompatible con cualquier actividad que pueda suponer menosprecio de la libertad, de la independencia o la dignidad que le son inherentes». Siendo incompatible expresamente con el desempeño de cargos, funciones o empleos públicos en el Estado y en cualquiera de las Administraciones públicas, con el ejercicio de la función de procurador, graduado social, agente de negocios y gestor administrativo, entre otras.

El art. 25 faculta a los abogados a hacer publicidad de sus servicios, siempre que sea digna, leal y veraz, con absoluto respeto de la dignidad de las personas y de la legislación vigente.

El art. 26 faculta a los abogados para aceptar o rechazar cualquier asunto, así como renunciar al mismo en cualquier fase del procedimiento, «siempre que no se produzca indefensión para el cliente». Se regula la «venia», como requisito para que un abogado pueda suceder a otro en la dirección de un asunto o pleito, como requisito previo para asumirla, salvo que exista renuncia escrita e incondicionada por parte del anterior letrado.

Los artículos 27 a 29 del Estatuto regulan el ejercicio individual, colectivo y multiprofesional de la abogacía. Distinguiendo, también, entre el ejercicio de la profesión por cuenta propia, «como titular de un despacho, o por cuenta ajena, como colaborador de un despacho individual o colectivo» (art. 27.1 del Estatuto).

Respecto de esta segunda posibilidad, caben dos alternativas, a saber: la actuación por cuenta ajena en régimen de especial colaboración y en régimen de Derecho laboral. El primero deberá pactarse expresamente por escrito, fijando las condiciones, duración, alcance y régimen económico de la colaboración (art. 27.3); el segundo, mediante contrato de trabajo formalizado por escrito y «en el que habrá de respetarse la libertad e independencia básicas para el ejercicio de la profesión» (art. 27. 4).

El ejercicio colectivo podrá ser realizado mediante la agrupación de abogados bajo cualquiera de las formas lícitas en Derecho, incluidas las sociedades mercantiles (art. 28.1 del Estatuto). Sobre estas sociedades y sobre el ejercicio de la actividad en forma de empresa, los siguientes capítulos de este estudio tratarán de dar cumplida explicación, motivo por el cual no se va a hacer una referencia muy extensa en este capítulo.

Sin embargo, sí interesa señalar que según el Estatuto, «la agrupación deberá tener como objeto exclusivo el ejercicio profesional de la abogacía y estar integrada únicamente por abogados en ejercicio» (art. 28.2). La forma de agrupación deberá permitir en todo momento la identificación de los profesionales, y se deberá inscribir en el Registro correspondiente del Colegio donde tuviese su domicilio.

Los abogados agrupados en un despacho colectivo no pueden tener despacho independiente en las intervenciones profesionales que realicen, «y en las minutas que emitan deberán dejar constancia de su condición de miembros del referido colectivo» (art. 28.4).

Tanto si se ejerce la actividad de manera individual, como colectiva, como no podía ser de otra manera, la disciplina colegial seguirá siendo la misma, teniendo en cuenta especialmente la incompatibilidad para actuar en defensa de intereses contrapuestos (art. 28.6). La naturaleza de este artículo ha llevado a paralizar, dificultar o retrasar operaciones de compraventa de despachos como comentaremos en posteriores capítulos.

También cabe la posibilidad de que los abogados se puedan agrupar o asociar «multiprofesionalmente» con otros profesionales liberales no incompatibles, utilizando, igualmente, cualquier forma lícita en Derecho (art. 29 del Estatuto). En los colegios de abogados deberá existir también, «un registro especial donde se inscribirán las agrupaciones en régimen de colaboración multiprofesional» (párrafo 4 del mismo precepto).

VI.  EL CÓDIGO DEONTOLÓGICO DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA

Directamente vinculado al Estatuto General de la Abogacía Española que, a grandes rasgos, se acaba de examinar, se encuentra el Código Deontológico de la Abogacía Española (104) , este Código está pendiente de ser adaptado a las últimas modificaciones legislativas que han afectado al ejercicio de la profesión de abogado (105) .

El Código deontológico de la Abogacía Española consta de un preámbulo, 21 artículos, una disposición derogatoria y una disposición final. Fue aprobado por el Pleno del Consejo General de la Abogacía Española el 27 de noviembre de 2002 y modificado, por el mismo Pleno, el 10 de diciembre del mismo año, siendo una de sus últimas modificaciones la producida el 21 de julio de 2010, que derogó su art. 16 relativo a la denominada «cuota litis». Con la entrada de la Ley 25/09 o Ley Onmibus la regulación es libre pactándose con los clientes.

Los diferentes preceptos se refieren a las siguientes materias, a saber:


	
—  Obligaciones éticas y deontológicas.

	
—  Independencia.

	
—  Libertad de defensa.

	
—  Confianza e integridad.

	
—  Secreto profesional.

	
—  Incompatibilidades.

	
—  Publicidad.

	
—  Competencia desleal.

	
—  Sustitución de abogado.

	
—  Relación con el colegio.

	
—  Relación con los tribunales.

	
—  Relaciones entre abogados.

	
—  Relaciones con los clientes.

	
—  Relaciones con la parte contraria.

	
—  Honorarios.

	
—  Provisión de fondos.

	
—  Impugnación de honorarios.

	
—  Pagos por captación de clientela.

	
—  Tratamiento de fondos ajenos, y

	
—  Cobertura de la responsabilidad civil.



Puede resultar interesante entresacar algunos aspectos tratados por el preámbulo de este Código deontológico, porque nos sirven para determinar cuál es su finalidad y alcance.

Se dice que fue a partir de la segunda mitad del siglo XX cuando «los Estados consagran la dignidad humana como valor supremo que informa todo el ordenamiento jurídico, cuando la función del Abogado alcanza su definitiva trascendencia, facilitando a la persona y a la sociedad en que se integra, la técnica y conocimientos necesarios para el consejo jurídico y la defensa de sus derechos (…) el abogado experto en leyes y conocedor de la técnica jurídica y de la estrategias procesales, se erige en elemento imprescindible para la realización de la justicia, garantizando la información o asesoramiento, la contradicción, la igualdad de las partes tanto en el proceso como fuera de él, encarnando el derecho de defensa, que es requisito imprescindible de la tutela judicial efectiva».

Destaca, como se puede comprobar, la unión de dos elementos, respecto de la función del abogado, a saber: el conocimiento de la técnica jurídica y el de las estrategias procesales. Es decir, tanto el conocimiento del Derecho, como el de los instrumentos que en cada caso conviene utilizar para defender los intereses de su cliente, con el fin de que obtenga la victoria en el pleito.

Aunque se trata de un Código deontológico elaborado para los abogados españoles, tiene su inspiración en el Código Deontológico Europeo, aprobado por el Conseil Consultatif des Barreaux Européens (CCBE), máximo órgano representativo de la Abogacía ante las instituciones de la Unión Europea, en su sesión plenaria, celebrada en Lyon, el 28 de noviembre de 1998.

Su aplicabilidad es, como decía, para todos los abogados españoles, aunque «con absoluto respeto a las competencias de los Consejos Autonómicos y a los Colegios de Abogados, a quienes corresponde ordenar el ejercicio profesional en los ámbitos territoriales que les son propios».

El Código deontológico de la Abogacía española establece como principios fundamentales en el ejercicio de la profesión de abogado los siguientes:


	
—  La independencia.

	
—  La dignidad.

	
—  La integridad.

	
—  El servicio.

	
—  El secreto profesional, y

	
—  La libertad de defensa.



Respecto del primero, señala que «la independencia del abogado resulta tan necesaria como la imparcialidad del juez, dentro de un Estado de Derecho. El abogado informa a su cliente de su posición jurídica, de los distintos valores que se ponen en juego en cualquiera de sus acciones u omisiones, proveyéndole de la defensa técnica de sus derechos (…), el abogado en ningún caso debe actuar coaccionado ni por complacencia».

«La honradez, probidad, rectitud, lealtad, diligencia y veracidad son virtudes que deben adornar cualquier actuación del abogado», según el Código, son la causa «de las necesarias relaciones de confianza», entre el Abogado y su cliente, «y la base del honor y la dignidad de la profesión».

Siguiendo con este orden de principios, señala el preámbulo que «el abogado se convierte así en custodio de la intimidad personal de su cliente y de su inalienable derecho a no declarar contra sí mismo. El secreto profesional y la confidencialidad son deberes y a la vez derechos del abogado que no constituyen sino concreción de los derechos fundamentales que el ordenamiento jurídico reconoce a sus propios clientes».

Consecuentemente, se añade que «el abogado no puede poner en riesgo su libertad e independencia, su lealtad al cliente ni el secreto profesional y por ello el Código establece la prohibición de ejercer profesiones o desarrollar funciones que de modo directo o indirecto le creen cualquier tipo de presión física o anímica que pueda poner en riesgo su independencia o la revelación de cualquier dato secreto que no solo podría perjudicar intereses particulares de los clientes sino que además, afectaría gravemente a la confianza de los ciudadanos en el derecho de defensa, y, por extensión, a todo el sistema de garantías».

La cuestión relativa a la publicidad de los servicios profesionales de los abogados ha sido durante muchos años un tema «peleagudo», tratado con restricción por los colegios profesionales; sin embargo, actualmente, por mor de las normas europeas, no cabe introducir límites injustificados, por ello, en el preámbulo se señala que «la publicidad habrá de respetar los principios de dignidad, lealtad, veracidad y discreción, salvaguardando en todo caso el secreto profesional y la independencia del abogado». De donde resulta que no solo está admitida, sino que los únicos límites que se le pueden poner son los que derivan del cumplimiento de las propias leyes.

En el preámbulo se dice que por vez primera se acomete la regulación de la tenencia de fondos de clientes. Así, «el ejercicio colectivo y multidisciplinar de la profesión de abogado, junto a las técnicas que hoy ofrecen las entidades financieras, aconseja regular la tenencia de los fondos de los clientes, manteniéndolos identificados, separados de los propios del bufete, y siempre a su disposición, lo que, contribuirá a la transparencia en la actuación del abogado, fortaleciendo la confianza de su cliente».

En el Código deontológico se concretan las obligaciones de información, «se incrementan las precauciones para evitar el conflicto de intereses protegiendo la responsabilidad e independencia del abogado, estableciendo mecanismos que permitan identificar claramente el comienzo y final de su actuación y por tanto de su responsabilidad, y sobre todo insistiendo en el reconocimiento de su libertad para cesar en la defensa cuando no desee continuar en ella».

Finalmente, para lo que aquí nos interesa, hay que insistir en que este Código deontológico, como señala su preámbulo, puede ser adaptado por los Consejos autonómicos y por los colegios de abogados a las especificidades propias de cada uno de sus ámbitos territoriales, aunque bien es cierto que las problemáticas y las situaciones son muy parecidas en todo el territorio nacional.

A partir de los principios y criterios acabados de exponer, el texto articulado del citado Código deontológico establece, entre otras, las siguientes reglas:


	
1º.  Sometimiento a un conjunto de textos deontológicos que, de mayor a menor, son los siguientes: el Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, por el que se aprobó el Estatuto General de la Abogacía Española; el Código deontológico del Consejo de Colegio de Abogados de Europa; el propio Código Deontológico de la Abogacía Española; el que, en su caso, tuvieren aprobado por el Consejo Autonómico de territorio que corresponda, así como el del respectivo Colegio de Abogado en el que esté colegiado el profesional de que se trate.Cuando un abogado actúe «fuera del ámbito de su residencia, dentro o fuera del Estado español, deberá respetar, además de las normas de su colegio, las normas éticas y deontológicas vigentes en el ámbito del colegio de acogida, o en el que desarrolle una determinada actuación profesional» (párrafo 2 del art. 1 del Código Deontológico de la Abogacía Española).



	
2º.  El abogado debe preservar su independencia frente a presiones, exigencias o complacencias que la limiten. «La independencia del abogado le permite rechazar las instrucciones que, en contra de sus propios criterios profesionales, pretendan imponerle su cliente, sus compañeros de despacho, los otros profesionales con los que colabore o cualquier otra persona o entidad» (art. 2 del citado Código deontológico).

	
3º.  El abogado está amparado en su libertad de expresión y a ejercerla conforme al principio de buena fe (art. 3 del Código deontológico).

	
4º.  La relación entre el cliente y su abogado se debe apoyar en la confianza y «exige de este una conducta profesional íntegra, que sea honrada, leal, veraz y diligente» (art. 5 del citado Código).

	
5º.  La confidencialidad de las relaciones entre abogado y cliente, confiere «el derecho de guardar secreto respecto de todos los hechos o noticias que conozca (el abogado) por razón de cualquiera de las modalidades de su actuación profesional» (art. 5). El secreto profesional es un derecho y un deber primordial de la Abogacía.

	
6º.  El abogado que esté incurso en cualquier causa de incompatibilidad respecto de un asunto o tipo de asuntos, deberá abstenerse de intervenir en los mismos. «En los supuestos de ejercicio colectivo o en colaboración de la abogacía, las incompatibilidades de cualquiera de sus miembros o integrantes del colectivo, grupo o de sus colaboradores, se extienden al conjunto de todos ellos» (art. 6).

	
7º.  Tal y como fue señalado más arriba, el abogado podrá realizar publicidad, que sea digna, leal y veraz, de sus servicios profesionales. Se entiende que vulnera el código deontológico, la publicidad que comporte alguno de los siguientes supuestos:
	
—  Revelar directa o indirectamente hechos, datos o situaciones amparadas por el secreto profesional.

	
—  Afectar a la independencia del abogado.

	
—  Prometer la obtención de resultados que no dependan exclusivamente de su actividad.

	
—  Hacer referencia directa o indirectamente a clientes del propio despacho, o a sus éxitos o resultados.

	
—  Dirigirse por sí o por medio de terceros a víctimas de accidentes o desgracias que carecen de plena y serena libertad para la elección de abogado.

	
—  Establecer comparaciones con otros abogados o con sus actuaciones concretas.

	
—  Utilizar los emblemas o símbolos colegiales.

	
—  Incitar genérica o concretamente al pleito o al conflicto.

	
—  Utilizar medios o expresiones, audiovisuales o escritos que supongan un descrédito, denigración y menosprecio de la Abogacía, de la Justicia o de sus símbolos.

	
—  No identificar al abogado o bufete colectivo que ofrece sus servicios.

	
—  Utilizar medios o contenidos contrarios a la dignidad de las personas, de la Abogacía o de la Justicia (art. 7 del Código deontológico).





	
8º.  Queda prohibida la competencia desleal para la captación de clientes.

	
9º.  Para asumir la dirección de un asunto profesional encomendado a otro letrado, el abogado deberá solicitar la venia, si no contare con su renuncia. La venia no podrá denegarse. El letrado sustituido deberá facilitar la información de que dispusiere y colaborar en lo necesario para garantizar el derecho de defensa del cliente. El abogado sustituto debe colaborar diligentemente para que el abogado sustituido cobre sus honorarios (art. 9 del Código deontológico).

	
10º.  El Código establece una serie de reglas respecto de la relación del abogado con su colegio, con los tribunales, con otros letrados y con los clientes; así como con la parte contraria (106) .

	
11º.  Respecto del tema de los honorarios, son varios los artículos del Código deontológico que se refieren a ellos, destacando, entra otras, las siguientes cuestiones:
	
—  Principio de no partición de honorarios con terceras personas, salvo supuestos excepcionales (colaboración entre abogados, con otros profesionales, ejercicio colectivo, etc.) (art. 15).

	
—  Admisión de la «cuota litis», que anteriormente estuvo prohibida, tal y como fue señalado más arriba (antiguo art. 16).

	
—  Derecho a recabar una provisión de fondos (art. 17).

	
—  La impugnación de los honorarios no justificada será castigada como conducta contraria a los preceptos deontológicos (art. 18).

	
—  Prohibición de pagos para captación de clientela (art.19).







Finalmente, el Código Deontológico de la Abogacía Española contempla la regulación de otras situaciones como son el tratamiento de fondos ajenos y la cobertura de la responsabilidad civil profesional del abogado. Respecto de esta última cuestión, el citado Código faculta al abogado a elegir entre «tenerla cubierta por sus propios medios» o «con el recomendable aseguramiento», es decir a través de una póliza suscrita con una compañía de seguros. Obviamente, la posibilidad más habitual y sencilla es la segunda, a la que recurre la mayoría de los abogados colegiados en España.

Y, en otro orden de cosas, se está empezando a asentar cierta idea entre los abogados —y los restantes profesionales del Derecho- respecto de la «decadencia» que en algunos aspectos se detecta en su consideración por la sociedad (la del Derecho y por consiguiente, también la de los juristas), habiendo surgido publicaciones y blogs que se están haciendo eco de ello, desde hace algunos años.

VII.  CONSIDERACIONES FINALES

Tras el recorrido histórico acabado de examinar que arranca desde el inicio de lo que podría considerarse el ejercicio de la abogacía hasta los tiempos presentes, sometido a las normas legales, estatutarias y deontológicas que regulan el ejercicio de la abogacía en nuestro país, podrían extraerse algunas conclusiones interesantes:

La abogacía es una actividad tan antigua como las sociedades humanas, desde que empezó a haber grupos humanos organizados, hubo necesidad de que algunas personas ejercieran la labor de advocar o defender los intereses de otras personas, ante los órganos dedicados a impartir justicia.

Fue en Roma donde esta profesión, la de abogado, empezó a adquirir los tintes que sigue presentando en la actualidad.

Muchos de los vicios y virtudes, respecto del ejercicio de esta profesión parece que han corrido paralelamente a la misma a lo largo de los tiempos, incluso «la buena o mala fama» de los abogados, según las épocas, ha sido una constante que los ha perseguido desde siempre. Se podría decir que, en realidad, pese a la aparente complejidad de la sociedad en la que vivimos, nihil novi sub sole.

Fue en Roma donde la profesión de abogado empezó a estar asociada al conocimiento directo del Derecho, pero solo en su última época.

También en Roma nació el origen de la organización profesional de los abogados y su función público-social.

El abogado ha sido considerado a lo largo de los tiempos como un agente-colaborador con la Justicia.

El origen de la vestimenta de los abogados procede de la edad media, y se encuentra en la antigua garnacha, que en el siglo XVIII adquirió la denominación actual de «toga».

Las Partidas de Alfonso X el Sabio constituyen una regulación que, con el paso de los siglos, y tras una lógica evolución histórica, ha servido de base para edificar la abogacía española tal y como la conocemos.

Actualmente, el Estatuto General de la Abogacía Española, su Código Deontológico y otras normas nacionales, supranacionales, e incluso autonómicas, sin dejar de mencionar los estatutos de cada uno de los Colegios de Abogados de España, constituyen el régimen jurídico que regula la actividad profesional de los abogados en nuestro país.

La dignidad, la independencia, la integridad, el servicio, el secreto profesional y la libertad de defensa son los principios sobre los que se apoya el ejercicio de la abogacía en España, y

A pesar de que España se define constitucionalmente como un «Estado social y democrático de Derecho» y que a su construcción han contribuido, de una manera muy decisiva, los profesionales del Derecho, entre ellos, los propios abogados, directamente o a través de sus organizaciones profesionales, cada vez más se echa en falta, por parte de estos mismos profesionales, el rígor y coherencia de las instituciones y de los poderes del Estado con aquel principio constitucional.
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